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			This study examines how the absence of a coherent global framework for the regulation and supervision of crypto-assets generates regulatory fragmentation and informational deficiencies that may facilitate cross-border tax evasion and tax fraud. This situation calls for a coordinated international response capable of overcoming the limitations of national approaches and strengthening global tax transparency. From this perspective, the Organisation for Economic Co-operation and Development’s Crypto-Asset Reporting Framework (CARF) provides a substantive basis for the development of a global standard for identification, due diligence and information reporting, while the European Union’s experience with the Directive on Administrative Cooperation demonstrates the feasibility of incorporating such a standard into a more coherent system of mutual assistance, based on the active involvement of platforms and other third parties required to provide tax-relevant information. 

			Against this background, the study develops an original proposal aimed at establishing a more effective global framework to address tax evasion through crypto-assets. The proposal is structured around three complementary pillars: (i) the creation of common standards for identification, due diligence and information reporting; (ii) the strengthening of administrative cooperation among tax authorities; and (iii) the proportionate use of international criminal cooperation instruments in the most serious cases of asset concealment and cross-border tax evasion.
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			El trabajo analiza cómo la ausencia de un marco global coherente para la regulación y supervisión de los criptoactivos genera fragmentación normativa y déficits de información que pueden favorecer la evasión y el fraude fiscal transfronterizos. Esta situación exige una respuesta internacional coordinada capaz de superar los límites de los enfoques nacionales y reforzar la transparencia fiscal global. Desde esta perspectiva, el Crypto-Asset Reporting Framework (CARF) de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico ofrece una base sustancial para el desarrollo de un estándar global de identificación, diligencia debida y reporte de información; mientras que la experiencia de la Unión Europea con la Directiva sobre Cooperación Administrativa de la Unión Europea demuestra la viabilidad de integrar dicho estándar en un sistema más coherente de asistencia mutua, basado en la participación activa de plataformas y otros terceros obligados a suministrar información fiscalmente relevante. 

			Sobre estas premisas, el estudio desarrolla una propuesta propia orientada a la construcción de un marco global más eficaz frente a la evasión fiscal mediante criptoactivos y estructurada en tres pilares complementarios: (i) la creación de estándares comunes de identificación, diligencia debida y comunicación de información; (ii) el fortalecimiento de la cooperación administrativa entre autoridades fiscales; y (iii) la utilización proporcionada de instrumentos de cooperación penal internacional en los supuestos más graves de ocultamiento patrimonial y evasión fiscal transfronteriza.
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			I.	INTRODUCCIÓN

			He tenido el gran honor de conocer al homenajeado, destacado jurista peruano y eminente miembro de la comunidad científica latinoamericana, con ocasión de las XVI Jornadas Latinoamericanas de Derecho Tributario, celebradas en la ciudad de Lima, en el hotel El Pardo, entre el 5 y el 10 de septiembre de 1993. Nunca olvidaré la amabilidad de su trato hacia los jóvenes ni la confianza que depositó en mí –que por entonces aún no había cumplido los 25 años– al encomendarme la presentación de la posición de la doctrina tributaria italiana en el seminario sobre el delito fiscal, celebrado en el marco de dichas Jornadas del Instituto Latinoamericano de Derecho Tributario.

			En los años siguientes he seguido con atención la evolución de la doctrina de Luis Hernández Berenguel en varios temas tanto de la parte general, como de la parte especial del derecho tributario. Eso me ha permitido seguir desde la distancia la evolución del pensamiento doctrinal peruano y reflejar sobre aspectos de común interés.

			Para este estudio, en su homenaje, he elegido un argumento que se enmarca en los temas que desarrollé en el año 1993 y trataré cuestiones de gran actualidad y complejidad en tema de cooperación fiscal internacional para la lucha contra la evasión fiscal. 

			II.	ENFOQUE Y TESIS

			El enfoque de este estudio se centra en el uso de los criptoactivos y la falta de cooperación fiscal internacional que no permite realizar una reacción efectiva a la evasión fiscal; especialmente en el caso de las personas naturales, las cuales no son sometidas normalmente a obligaciones de trazabilidad de sus operaciones financieras.

			El problema más concreto es que la relevante expansión de los criptoactivos se ha desarrollado parcialmente fuera del marco en que operan los intermediarios financieros tradicionales y de los mecanismos convencionales de control fiscal. Eso es justo lo que dificulta el funcionamiento de la cooperación administrativa en materia fiscal: las autoridades disponen de instrumentos jurídicos para el intercambio de información –como, especialmente, el Convenio Multilateral de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (en adelante, OCDE)– pero carecen de la posibilidad de obtener información relevante para aplicar los tributos1. 

			Es por ello que el presente estudio contiene una propuesta articulada en tres pilares para resolver dichos problemas a nivel internacional. 

			Ahora bien, el problema no es que los criptoactivos necesariamente impliquen la existencia de evasión fiscal. Aquel fenómeno ocurre normalmente cuando el contribuyente no declara y/o no paga los impuestos debidos frente de la realización del hecho imponible. Sin embargo, los criptoactivos sí dificultan la detección de la evasión fiscal, por efecto de la descentralización, la auto-custodia, el pseudonimato, las operaciones crypto-to-crypto o la utilización de proveedores establecidos en múltiples jurisdicciones. Por esta vía, se alteran profundamente las condiciones de eficacia de la cooperación fiscal internacional para luchar contra ese fenómeno, y se generan problemas esencialmente globales y comunes a todos los Estados de identificación y control de los flujos económicos transfronterizos2.

			Los instrumentos clásicos para la cooperación administrativa en materia fiscal –como el Foreign Account Tax Compliance Act; el Common Reporting Standard; los Intergovernmental Agreement y la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal del Consejo de Europa y la OCDE– fueron diseñados principalmente para cuentas financieras, intermediarios bancarios y activos identificables territorialmente; pero no siempre funcionan en presencia de criptoactivos. Por ende, sostengo que una cooperación internacional eficaz contra la evasión fiscal no puede alcanzarse simplemente mediante la extensión de los instrumentos tradicionales de transparencia e intercambio de información a los criptoactivos. Si bien dicha adaptación es necesaria, resulta insuficiente frente a las características propias de aquellos activos digitales.

			La respuesta debe construirse a partir de una convergencia global que combine los mecanismos existentes con instrumentos específicamente diseñados para el ecosistema de los criptoactivos, entre los que destacan el Crypto-Asset Reporting Framework (en adelante, CARF) de la OCDE3 y la Directiva sobre Cooperación Administrativa de la Unión Europea (Directive on Administrative Cooperation, en adelante, DAC8)4. Esta convergencia se justifica en función del objetivo de combatir eficazmente la evasión fiscal internacional, que no presenta diferencias sustanciales entre el norte y el sur global en relación con los desafíos técnicos planteados por los criptoactivos. 

			La diferencia no radica, por tanto, en la naturaleza de los problemas que deben afrontarse, sino en la necesidad de que las respuestas regulatorias, administrativas y de cooperación internacional sean técnicamente adecuadas y tengan debidamente en cuenta el impacto diferenciado que los flujos financieros transfronterizos de origen ilícito o asociados a comportamientos fiscalmente abusivos pueden producir sobre cada jurisdicción, como hemos sostenido anteriormente. 

			Desde esta perspectiva, la convergencia global no exige soluciones distintas para el norte y el sur global respecto de los retos técnicos asociados a los criptoactivos, sino mecanismos suficientemente flexibles para responder a los diferentes riesgos fiscales, capacidades administrativas y patrones de utilización transfronteriza de activos digitales que caracterizan a los distintos ordenamientos. Esta convergencia no debería limitarse a la ampliación del ámbito objetivo de las obligaciones de transparencia fiscal, sino que tendría que articularse alrededor de tres pilares complementarios. 

			El primero consiste en el establecimiento de estándares comunes de identificación, diligencia debida, declaración y comunicación de información fiscal –common due diligence, filing and reporting standards–, capaces de asegurar que los proveedores de servicios relacionados con criptoactivos recopilen y transmitan información homogénea y utilizable por las administraciones tributarias. 

			El segundo pilar debe estar integrado por una cooperación administrativa reforzada entre autoridades fiscales, basada en mecanismos eficaces de intercambio automático de información, intercambio de información previa solicitud, intercambio espontáneo, auditorías coordinadas y otras formas de asistencia administrativa mutua.

			Finalmente, el tercer pilar requiere una integración más estrecha entre la cooperación tributaria y los instrumentos de cooperación penal internacional, de manera que los mecanismos de asistencia judicial, decomiso, recuperación de activos e intercambio de información entre autoridades competentes puedan aplicarse también en aquellos supuestos en que la evasión fiscal, mediante criptoactivos, alcance niveles de gravedad que la aproximen a otras formas de criminalidad económica transnacional.

			Examinaremos estos tres pilares de manera muy profunda en este estudio, puesto que cada uno de ellos conlleva problemas específicos, también en el contexto de Latinoamérica. Desde esta perspectiva, el principal desafío no consiste únicamente en adaptar los instrumentos tradicionales de transparencia fiscal al universo de los criptoactivos, sino en construir una arquitectura integrada de gobernanza global capaz de conectar transparencia fiscal, cooperación administrativa y cooperación penal. 

			Del mismo modo que la comunidad internacional logró desarrollar un consenso relativamente amplio en torno a la transparencia financiera internacional y al intercambio automático de información para combatir la evasión asociada al secreto bancario; resulta hoy necesario promover una segunda generación de cooperación internacional dirigida específicamente a las formas digitales y descentralizadas de riqueza. El CARF y la DAC8 representan pasos decisivos en esta dirección, pero su éxito dependerá de su articulación con estándares globales de cumplimiento, con los marcos de cooperación administrativa existentes y con los mecanismos de cooperación penal aplicables a los delitos fiscales de carácter transnacional.

			Por tratarse de un tema de importancia global, esta convergencia debería ser alcanzable para impulsar una nueva etapa en la lucha contra la evasión fiscal, del mismo modo en que lo fue el proyecto de transparencia fiscal internacional que condujo a la supresión del secreto bancario a escala global y a la creación de mecanismos de cooperación administrativa contra la elusión fiscal. 

			III.	DE LA REACCIÓN FRAGMENTADA A UN MARCO GLOBAL DE LUCHA CONTRA LA EVASIÓN FISCAL

			Como he señalado, no existe un marco global de cooperación internacional contra la evasión fiscal, sino solo muchas medidas específicas aplicables en función de su carácter bilateral o multilateral, pero con alcance limitado. Aquello no resulta satisfactorio desde la perspectiva de la gobernanza fiscal global y tendría que constituir una prioridad para la agenda de todos los países, tanto del sur como del norte global.

			Dicho marco global es un presupuesto indispensable para evitar que los individuos, incluso con el empleo de criptoactivos, evadan el pago de impuestos. Por esta razón, el establecimiento de aquel marco global debería tener prioridad también respecto de los muchos proyectos que tienen un mayor atractivo político o de imagen pública, como por ejemplo la campaña para la imposición del patrimonio de los individuos de alto patrimonio5. En efecto, solo la existencia de un marco global de lucha contra la evasión fiscal permitiría eliminar la brecha entre los impuestos debidos y los impuestos efectivamente recaudados por las administraciones tributarias.

			En otro estudio he indicado la importancia de alcanzar un marco conceptual común a nivel internacional para determinar los elementos esenciales de la evasión fiscal6. En mi opinión, aquello constituye el punto de partida para el marco global que este estudio propone, puesto que, la ausencia de claridad conceptual sobre los flujos financieros transfronterizos de origen ilícito o asociados a comportamientos fiscalmente abusivos dificulta la construcción de respuestas internacionales coherentes y proporcionales. 

			La delimitación común del concepto de evasión fiscal debería consistir en dos elementos y no presupone necesariamente uniformidad en sus consecuencias sancionadoras. En ese sentido, no presupone que todos sus supuestos deban recibir relevancia penal. La experiencia comparada demuestra que muchos ordenamientos reservan la calificación penal para los casos que superan determinados umbrales cuantitativos o cualitativos. Esta graduación responde a exigencias de proporcionalidad, legalidad penal y respeto de las garantías fundamentales del contribuyente. 

			Sin embargo, más allá de que la vulneración sea considerada o no penalmente relevante en cada ordenamiento, es necesario establecer un núcleo conceptual internacional de evasión fiscal, basado en la violación abierta de la ley tributaria y en el elemento subjetivo de ocultación, falseamiento o incumplimiento deliberado. Sin ese núcleo común, la estrategia tripartita quedaría debilitada, porque los estándares de reporte, la cooperación administrativa y la eventual cooperación penal operarían sobre categorías divergentes7.

			El primer elemento es un elemento objetivo, consistente en la violación abierta de una norma impositiva, es decir, en una conducta que incumple directamente la ley tributaria aplicable y permite al infractor no pagar los impuestos debidos. También debería quedar comprendida en esta noción la obtención indebida de un incentivo, exención, crédito, devolución u otra ventaja fiscal cuando dicha obtención no constituya simplemente elusión fiscal, sino infracción directa de los presupuestos legales establecidos para acceder a ese beneficio8.

			Esta definición común permite diferenciar la evasión fiscal de la elusión fiscal. En la elusión, incluso cuando sea agresiva o abusiva, el contribuyente suele actuar dentro de la forma de la ley, aunque pueda frustrar su finalidad o su espíritu. En la evasión, en cambio, el rasgo decisivo es la infracción abierta de la norma impositiva. Esta diferencia no es meramente terminológica, porque determina el tipo de reacción internacional que puede justificarse. Las normas antiabuso y los mecanismos de revelación preventiva pueden ser respuestas adecuadas frente a ciertos esquemas de elusión. La evasión fiscal exige, en cambio, instrumentos capaces de identificar, intercambiar, investigar y eventualmente sancionar una violación directa de la ley tributaria.

			La prueba del impago puede ser indispensable en aquellos sistemas sancionadores que configuran la evasión fiscal como un ilícito de resultado y que, por tanto, exigen la constatación concreta de dicho resultado lesivo. Sin embargo, no consideramos ilegítima la aplicación de normas anti-evasión sin necesidad de tal constatación, especialmente en aquellos sistemas en los que la configuración de la infracción sancionadora como ilícito de peligro se vincula a la realización de actos o conductas preparatorias para su comisión, como sucede con el incumplimiento de una obligación declarativa impuesta por la ley.

			Esa diferencia de la configuración normativa de los supuestos sancionadores refleja un problema tradicional –y común a los ordenamientos jurídicos de los países latinos de Europa y Latinoamérica– en las relaciones entre los procedimientos tributario y penal. Expresa la cuestión de la denominada ‘prejudicialidad tributaria’ –para usar una terminología de derivación italiana9– entendida como la exigencia de que la existencia del incumplimiento tributario y de la deuda fiscal correspondiente sean previamente determinadas antes de que el juez penal pueda apreciar la existencia del delito de evasión fiscal, ha sido objeto de importantes controversias doctrinales y legislativas. Aun sin necesidad de realizar un análisis comparado entre sistemas jurídicos, este estudio tiene por finalidad destacar que la transformación de la evasión fiscal en ilícito de peligro, anclado a indicadores de fuerte probabilidad de la subsiguiente falta de pago del impuesto facilitaría mucho la evolución hacia un marco global, así como la efectividad de la reacción en cada ordenamiento. 

			En todo caso, más allá de su capacidad de reflejar el resultado lesivo, el incumplimiento declarativo, por su misma naturaleza, implica la violación abierta de una norma que impone una obligación para permitir al sistema de autoliquidación de los tributos de funcionar correctamente. Además, en el caso de la utilización de criptoactivos, se evitaría la necesidad de rastrear los importes evadidos, ya que dicha trazabilidad dejaría de ser necesaria para la determinación de infracciones configuradas en función del incumplimiento de una obligación declarativa. Es evidente que aquello no debería impedir al contribuyente de probar también, si fuera necesario, con reconstrucciones relativas al uso de los criptoactivos, que, más allá del incumplimiento declarativo, no se han sustraído efectivamente impuestos. Con esa inversión de la carga de la prueba, sería posible para el sistema sancionador operar de manera más proporcionada y eficaz, así como evitar formas de presunciones respecto al elemento objetivo de la evasión fiscal.

			El segundo elemento esencial de la evasión fiscal es un elemento subjetivo, referido a la conciencia o intención de obtener una ventaja fiscal indebida mediante la violación abierta de la norma. 

			Este elemento presenta perfiles específicos según se trate de ilícitos omisivos e ilícitos comisivos. En los primeros, el elemento se construye a partir de la falta de cumplimiento de una obligación jurídicamente impuesta, como sucede con la omisión de presentar una declaración, la falta de comunicación de determinados activos o la omisión de información fiscalmente relevante. En los segundos, en cambio, la evasión se manifiesta mediante una conducta activa del contribuyente, como la presentación de documentos falsos, la simulación de operaciones, la interposición artificiosa de sujetos o estructuras, o la realización de maniobras fraudulentas destinadas a ocultar la existencia de la obligación tributaria.

			Esta distinción es relevante porque la prueba del elemento subjetivo no opera de la misma manera en ambos casos. En los ilícitos omisivos, la dificultad principal consiste en demostrar que la omisión no fue el resultado de un error, de una incertidumbre interpretativa, de un incumplimiento meramente negligente o de un comportamiento excusable; sino de una decisión consciente de no cumplir la obligación declarativa o informativa. Aunque esta prueba pueda ser más compleja, resulta necesaria para preservar la caracterización de la evasión fiscal como violación intencional de la norma, especialmente cuando el comportamiento alcanza relevancia penal. La mera omisión, por sí sola, no debería ser automáticamente confundida con una conducta evasiva dolosa, salvo que el contexto permita apreciar la existencia de ocultamiento deliberado, falseamiento, incumplimiento consciente o aprovechamiento intencional de una ventaja fiscal indebida.

			En ese sentido, incluso cuando el elemento objetivo de la evasión fiscal se configure como un ilícito de peligro, la prueba del elemento subjetivo sigue siendo posible y necesaria. La construcción del ilícito como ilícito de peligro permite anticipar la reacción sancionadora frente a conductas que ponen en riesgo el correcto funcionamiento del sistema tributario, sin exigir necesariamente la acreditación concreta del impuesto efectivamente no pagado. Sin embargo, ello no elimina la necesidad de verificar si la falta de declaración o de comunicación responde a una conducta imputable al contribuyente desde el punto de vista subjetivo. También en estos supuestos debe valorarse si el incumplimiento pudo deberse a un error excusable, a una interpretación razonable de una norma ambigua, a la confianza legítima en indicaciones de la administración tributaria o a cualquier otra circunstancia capaz de excluir o atenuar la culpabilidad.

			Por el contrario, en los ilícitos comisivos, y especialmente en los casos de fraude fiscal, que constituye una forma particularmente grave de evasión fiscal; el análisis del elemento subjetivo requiere una valoración más intensa de la conducta activa del contribuyente. En estos casos no se trata únicamente de determinar si se incumplió una obligación tributaria, sino de reconstruir si el contribuyente desplegó maniobras orientadas a producir una representación falsa de la realidad fiscal. La utilización de facturas falsas, contratos simulados, estructuras interpuestas, operaciones circulares o mecanismos de ocultación patrimonial; puede revelar la existencia de dolo o de formas particularmente intensas de culpabilidad. Aun así, también aquí debe preservarse un espacio para verificar si concurren elementos de buena fe, confianza legítima, error jurídicamente relevante o ausencia de intención defraudatoria.

			El elemento subjetivo adquiere características especialmente interesantes en el contexto del empleo de criptoactivos. Estos activos no son, por sí mismos, indicios suficientes de una intención evasiva. Sin embargo, determinadas modalidades de utilización pueden ofrecer elementos relevantes para apreciar la existencia de una conducta consciente de ocultamiento. Aquello puede ocurrir, por ejemplo, cuando el contribuyente utiliza wallets auto-custodiadas no declaradas; opera a través de proveedores establecidos en jurisdicciones de cooperación débil; fragmenta operaciones mediante múltiples direcciones; realiza conversiones reiteradas entre distintos criptoactivos; emplea stablecoins para mantener valor fuera del circuito financiero tradicional; o utiliza herramientas destinadas a dificultar la trazabilidad de las operaciones. 

			En tales supuestos, el uso de criptoactivos puede adquirir relevancia, no como elemento autónomo de evasión, sino como circunstancia cualitativa que contribuye a valorar si la conducta estuvo deliberadamente orientada a impedir o dificultar el descubrimiento del incumplimiento tributario por parte de la administración.

			Desde esta perspectiva, la prueba del elemento subjetivo en materia de criptoactivos exige evitar dos excesos opuestos. Por un lado, no debe presumirse automáticamente la intención evasiva por el solo hecho de utilizar tecnologías descentralizadas o activos digitales. Por otro lado, tampoco puede ignorarse que ciertas formas de utilización de criptoactivos pueden revelar un propósito de ocultamiento más intenso que el que aparece en incumplimientos meramente formales. 

			La valoración deberá depender del conjunto de circunstancias del caso, incluyendo el grado de sofisticación de la conducta; la existencia de obligaciones declarativas claras; la utilización de mecanismos de anonimización, pseudonimización o fragmentación; la coherencia entre el perfil económico del contribuyente y las operaciones realizadas; y la eventual falta de colaboración frente a requerimientos legítimos de la Administración Tributaria.

			La lección que puede extraerse para los criptoactivos es clara: sin un marco conceptual común a nivel internacional, no es posible dar una respuesta global a fenómenos globales. Los criptoactivos no son evasivos por naturaleza. Tampoco lo son, por sí solas, las wallets auto-custodiadas, las plataformas descentralizadas, las stablecoins, las operaciones crypto-to-crypto o la utilización de proveedores extranjeros. La evasión surge cuando esos medios son empleados para incumplir abiertamente obligaciones tributarias, ocultar rentas o patrimonios, falsear información fiscal, impedir deliberadamente la identificación del titular efectivo o acceder indebidamente a ventajas fiscales. En los casos más graves, esa misma conducta podrá activar la dimensión penal, especialmente cuando se vincule con lavado de activos, fraude organizado, corrupción o estructuras transnacionales de ocultación patrimonial.

			La posición que defendemos es que un marco común específico para los criptoactivos no puede funcionar sin una respuesta coordinada a la evasión fiscal a nivel internacional, que a su vez exige un marco conceptual común, como por ejemplo lo que hemos formulado en este estudio. Desde esta perspectiva, la delimitación común de la evasión fiscal puede formularse en los siguientes términos: a efectos de cooperación internacional, constituye evasión fiscal toda conducta mediante la cual un contribuyente viola abiertamente una norma impositiva aplicable, u obtiene indebidamente un incentivo, exención, crédito, devolución u otra ventaja fiscal en contradicción directa con los presupuestos legales establecidos; siempre que dicha conducta revele un elemento subjetivo de ocultación, falseamiento, incumplimiento deliberado o aprovechamiento consciente de una ventaja fiscal no debida. 

			Sostenemos que el empleo de criptoactivos dificulta sensiblemente la comprobación de la existencia de ilícitos de resultado y por eso sería necesario que la evasión fiscal fuera encuadrada en el marco de ilícitos de peligro, fundados en la violación de las obligaciones declarativas o de otras obligaciones de naturaleza documental, como las que son relativas a la emisión de facturas o a los libros contables. Esta definición común permitiría activar el mecanismo integrado de reacción a la evasión fiscal, cuyos tres componentes examinaremos en seguida.

			IV.	EL PRIMER PILAR: UN ESTÁNDAR COMÚN DE OBLIGACIONES DOCUMENTALES

			A lo largo de los últimos años, los Estados han venido incorporando, de forma gradual, obligaciones de información relativas a los criptoactivos; en particular, respecto de su tenencia, custodia y transmisión, con el propósito de reforzar la transparencia, ampliar la disponibilidad de información relevante para las administraciones tributarias y prevenir de manera más efectiva la evasión y el fraude fiscal.10

			Aunque estas medidas son eficaces en términos generales, las diferencias existentes entre los distintos ordenamientos generan una fragmentación estructural que limita considerablemente su eficacia a nivel internacional, favoreciendo la aparición de espacios de opacidad en los que la utilización de criptoactivos con fines de evasión y fraude fiscal puede eludir los mecanismos de supervisión y control.11

			El primer pilar de la estrategia propuesta se refiere a la necesidad de establecer estándares comunes de identificación, diligencia debida, declaración informativa y comunicación de información fiscal en relación con los criptoactivos. Esta fórmula permite traducir, en términos jurídicos españoles, la expresión inglesa que normalmente refleja el estándar de common due diligence, filing and reporting standards. En esencia, se trata de obligaciones documentales que permiten tener un conocimiento específico de todo aspecto relevante en torno a los criptoactivos y su utilización.

			La finalidad no consiste únicamente en imponer nuevas cargas formales, sino en reconstruir en el ecosistema de los criptoactivos, una función que en los impuestos tradicionales cumplen las obligaciones documentales, contables y declarativas: permitir que la administración tributaria pueda identificar al contribuyente, reconstruir la operación, determinar la base imponible y verificar el cumplimiento de la obligación fiscal. 

			Lejos de representar una carga excepcional o desproporcionada, las obligaciones de identificación, diligencia debida, conservación y comunicación de información relativas a los criptoactivos; reflejan una técnica ampliamente utilizada por los ordenamientos tributarios contemporáneos, consistente en atribuir a determinados sujetos privados deberes de colaboración con la Administración Tributaria cuando su posición les permite acceder a información relevante para la correcta aplicación del tributo. 

			La eficacia de buena parte de los impuestos modernos descansa precisamente sobre este tipo de mecanismos, como ocurre con las obligaciones de retención, facturación, llevanza de registros, suministro de información o comunicación de operaciones relevantes asumidas por contribuyentes, intermediarios financieros, empleadores y otros operadores económicos. 

			En particular, en los impuestos sobre la renta, las obligaciones documentales se apoyan normalmente en la declaración del contribuyente; en la contabilidad o registros que debe llevar cuando realiza actividades económicas; en la documentación justificativa de ingresos, gastos, ganancias patrimoniales y retenciones; y en la información comunicada por terceros. En el IVA, la función documental es todavía más intensa, porque la factura, los registros de operaciones, las declaraciones periódicas y los sistemas de comunicación de datos permiten reconstruir la cadena económica de producción, distribución y consumo. En ambos casos, el sistema presupone la existencia de sujetos identificables, operaciones documentadas, intermediarios o contrapartes determinables y puntos de conexión territoriales o personales relativamente claros.

			Los criptoactivos alteran esta arquitectura. La operación puede realizarse sin cuenta bancaria, sin contraparte fácilmente identificable, sin intermediario financiero tradicional; mediante wallets auto-custodiadas, plataformas descentralizadas, exchanges establecidos en otra jurisdicción o transferencias crypto-to-crypto. La dificultad no reside únicamente en la calificación sustantiva de la renta o de la ganancia, sino en la posibilidad misma de obtener información fiscalmente utilizable. 

			Esta diferencia es particularmente relevante respecto de las personas naturales. A diferencia de las empresas, muchos contribuyentes individuales no tienen obligaciones contables ordinarias ni estructuras formales de documentación de sus operaciones patrimoniales. Si tales personas naturales pueden adquirir, conservar, intercambiar o transferir criptoactivos fuera del sistema financiero tradicional; la Administración Tributaria puede carecer de información mínima para conocer la existencia del activo, identificar la operación imponible o verificar si se produjo una ganancia. Precisamente por ello, los criptoactivos pueden convertirse, en ausencia de cooperación internacional, en instrumentos especialmente potentes para la evasión fiscal individual. No porque sean ilícitos por naturaleza, sino porque permiten desplazar riqueza y realizar operaciones fiscalmente relevantes fuera de los puntos tradicionales de control.

			De ahí la justificación de trasladar determinadas obligaciones documentales a sujetos distintos del contribuyente; en particular, a los proveedores de servicios relacionados con criptoactivos, plataformas de negociación, proveedores de custodia, exchanges y otros operadores que facilitan la adquisición, transmisión, conversión o administración de estos activos. Este desplazamiento funcional no es desconocido en el derecho tributario. También en la fiscalidad tradicional muchos sistemas se apoyan en terceros para asegurar la efectividad del impuesto: empleadores que retienen, entidades financieras que informan, operadores económicos que emiten facturas, intermediarios que comunican datos o sujetos pasivos que actúan como recaudadores de facto del impuesto. La novedad en materia de criptoactivos reside en que la intermediación puede ser tecnológica, fragmentada, descentralizada o transnacional; lo que exige criterios comunes para determinar quién debe identificar, conservar y comunicar la información.

			El estándar común de obligaciones documentales debe entenderse como una condición necesaria, pero no suficiente12. Es necesaria para que las administraciones tributarias puedan recibir información homogénea y utilizable. Pero deberá completarse con cooperación administrativa efectiva, mecanismos de análisis de riesgo, acceso a información sobre beneficiarios efectivos, estándares contra el lavado de activos y, en casos graves, instrumentos de cooperación penal. 

			El primer pilar no sustituye los demás, sino que los alimenta: sin información documentada, los mecanismos de intercambio administrativo y las medidas penales carecen de base fáctica suficiente.

			La idea central puede formularse así: en la fiscalidad tradicional, la documentación sigue a la operación económica; en el ecosistema de los criptoactivos, la documentación debe reconstruir una operación que puede haber sido diseñada precisamente para no dejar rastros fiscales ordinarios. Por ello, los estándares comunes de diligencia debida, declaración informativa y comunicación de información fiscal; no son una carga meramente formal, sino el presupuesto técnico de cualquier respuesta global a la evasión fiscal mediante criptoactivos.

			Por lo tanto, la función del CARF y la DAC8 no debe entenderse como una simple ampliación de las obligaciones informativas existentes, sino como el intento de reconstruir, en el ecosistema de los criptoactivos, los puntos de control documental que en la fiscalidad tradicional derivan de la contabilidad, la facturación, las declaraciones tributarias y la información suministrada por terceros. Su valor reside en trasladar parte de la carga informativa hacia los sujetos que facilitan la circulación digital de riqueza, especialmente cuando los contribuyentes son personas naturales sin obligaciones contables ordinarias. Sin embargo, su eficacia dependerá de la convergencia global de las categorías reportables, de la identificación uniforme de los sujetos obligados, de la interoperabilidad técnica de los datos y de su conexión con los demás pilares de la cooperación internacional.

			V.	EL SEGUNDO PILAR: LA COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA REFORZADA ENTRE AUTORIDADES FISCALES

			A.	Los aspectos críticos de la asistencia fiscal mutua en su aplicación en los criptoactivos

			El segundo pilar de la estrategia propuesta se refiere a la cooperación administrativa entre autoridades fiscales. La ilustración de su contenido presupone el análisis previo de los problemas que se encuentran en el momento de aplicar los instrumentos tradicionales de cooperación administrativa en materia tributaria al contexto de los criptoactivos. 

			La Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal del Consejo de Europa y la OCDE, ofrece una base jurídica amplia para el intercambio de información previa solicitud, el intercambio automático, el intercambio espontáneo y otras formas de asistencia administrativa; además, ha contribuido a reducir la fragmentación derivada de la existencia de múltiples instrumentos bilaterales o regionales. La OCDE la presenta como el instrumento multilateral más completo para todas las formas de cooperación fiscal contra la evasión y la elusión. Y, efectivamente, así es.

			A pesar de que las tres modalidades para el intercambio de información puedan ser relevantes en el contexto de los criptoactivos, no cabe duda de que la automática sea la que está en primera línea. Sin embargo, el intercambio de información previa solicitud y el intercambio espontáneo también conservan una función esencial en materia de criptoactivos, especialmente cuando la información recibida o procesada revele situaciones críticas que indiquen una probabilidad elevada de incumplimiento declarativo. En tales supuestos, el sistema debería permitir que la Administración que detecta la anomalía comunique la información a los Estados interesados a través del intercambio espontáneo; de modo que estos puedan contrastarla con la declaración del contribuyente y, de ser el caso, requerir al beneficiario último que demuestre que la renta, ganancia o activo correspondiente ha sido debidamente declarado. Además, en la misma situación, el Estado requerido debería proporcionar asistencia cuando el Estado requirente presente las pruebas de las situaciones que cumplen con el requisito de pertinencia previsible o de alta probabilidad de incumplimiento tributario. Respaldamos que eso sea posible, además, por efecto del empleo de indicadores.

			El correcto funcionamiento del segundo pilar de nuestra propuesta presupone, sin embargo, que el sistema sea capaz de identificar con suficiente precisión quién es el sujeto fiscalmente relevante. Sin trazabilidad no hay reconstrucción fiable de la operación; sin reconstrucción no es posible identificar al beneficiario último; y sin identificación no puede detectarse de manera efectiva quién ha omitido declarar o ha cumplido incorrectamente sus obligaciones fiscales. Por esta razón este segundo pilar no puede funcionar sin una conexión estrecha con el primero, que hemos tratado anteriormente.

			Como hemos indicado, la debilidad estructural de la respuesta de la cooperación administrativa internacional a la evasión generada por el empleo de criptoactivos, no se encuentra en la fragmentación de los instrumentos jurídicos, sino en el hecho de que el principal instrumento, la Convención Multilateral OCDE sobre asistencia mutua, fue elaborado sin tener en consideración los problemas de los criptoactivos. Como consecuencia, aunque sus mecanismos son formalmente aplicables, su capacidad para producir resultados eficaces en este ámbito resulta considerablemente más limitada.

			Además, la Convención facilita la cooperación entre administraciones cuando existe información susceptible de ser solicitada, transmitida o intercambiada, pero no resuelve por sí misma el problema previo de saber si la información existe, quién la posee, cómo se genera, con qué grado de fiabilidad puede ser utilizada y qué administración tributaria se encuentra en condiciones de explotarla.

			En el ecosistema de los criptoactivos, el problema central no es solo jurídico, sino también informativo y tecnológico: detectar cómo se gestionan los criptoactivos, quién los gestiona, quién conserva los datos relevantes, quién invierte, cuál es el valor fiscal de las operaciones, dónde se realiza la inversión y qué Administración puede utilizar eficazmente la información recibida.

			Esta dificultad es especialmente intensa respecto de las personas naturales. En los impuestos tradicionales sobre la renta, la Administración Tributaria puede apoyarse en declaraciones fiscales, retenciones, información bancaria, datos de empleadores, documentación de intermediarios financieros o registros contables cuando el contribuyente desarrolla una actividad económica. 

			En el IVA, la factura y los registros de operaciones permiten reconstruir la cadena de producción y consumo. En cambio, muchas personas naturales que invierten en criptoactivos, no están sujetas a obligaciones contables ordinarias y pueden operar mediante wallets auto-custodiadas, plataformas extranjeras, exchanges no cooperativos, protocolos descentralizados u operaciones crypto-to-crypto. En tales casos, la evasión fiscal puede no descubrirse, no porque falte alguna norma sustantiva que grave la renta, sino porque la Administración no llega a conocer la existencia de la operación o del activo.

			Estas dificultades pueden apreciarse con mayor claridad si se distinguen las principales modalidades de utilización de criptoactivos que reducen la capacidad de detección de las administraciones tributarias, las cuales reseñaremos en seguida.

			Debe aclararse que las cinco principales categorías de criptoactivos examinadas a continuación se seleccionaron en función de los problemas específicos que plantean para la detección, prevención y persecución de la evasión y el fraude fiscal a nivel transnacional; mas no con la pretensión de ofrecer una clasificación completa del universo de los criptoactivos.

			B.	Los problemas de detección en las cinco principales categorías de criptoactivos

			1.	Las wallets auto-custodiadas

			Las wallets auto-custodiadas permiten que el usuario conserve directamente las claves privadas necesarias para disponer de los criptoactivos, sin que exista un intermediario financiero o proveedor de custodia que mantenga una relación contractual continua con él13. Esta desintermediación produce un efecto de despersonalización funcionalmente comparable al que históricamente caracterizaba a los títulos al portador, en los que la titularidad económica podía circular mediante la simple posesión del instrumento y sin una identificación estable del titular. 

			Precisamente por ello, muchos ordenamientos14 –también por efecto de la evolución de los estándares internacionales– han tendido a restringir, registrar o someter a intermediación obligatoria los instrumentos al portador, no solo por razones tributarias, sino también para evitar que la flexibilidad en su circulación pueda favorecer el lavado de activos, el financiamiento del terrorismo o la criminalidad organizada. 

			Los estándares internacionales en materia de transparencia y beneficiario efectivo, especialmente los elaborados en el marco del Financial Action Task Force (en adelante, FATF), exigen que los Estados adopten medidas para impedir el uso abusivo de instrumentos o estructuras que permitan ocultar la identidad de la persona natural que ejerce el control efectivo sobre los activos15.

			 

			En este sentido, los estándares del FATF incluyen medidas dirigidas a prevenir el uso indebido de acciones al portador, nominee shareholders y otras estructuras que dificultan la identificación del beneficiario último16, precisamente porque tales mecanismos pueden ser utilizados para el lavado de activos, el financiamiento del terrorismo y otros fines ilícitos.

			En el ámbito de las wallets auto-custodiadas, la ausencia de un tercero gestor produce un problema análogo: la titularidad fiscalmente relevante puede quedar desvinculada de un sujeto identificable, con la consecuencia de que la trazabilidad técnica de la transacción no se traduce necesariamente en trazabilidad jurídica o fiscal del beneficiario último. 

			Esta situación puede implicar no solo un problema de eficacia tributaria, sino también un riesgo de incumplimiento de los estándares internacionales de prevención del lavado de activos y el financiamiento al terrorismo; que ya son objeto de compromisos internacionales, mecanismos de monitoreo y evaluaciones periódicas. 

			Por ello, la exigencia de asegurar el cumplimiento efectivo de tales estándares podría ser suficiente para justificar una intervención normativa de carácter no exclusivamente tributario; destinada a preservar una trazabilidad mínima de las operaciones, evitar la opacidad estructural de la titularidad económica y prevenir que la flexibilidad en el uso de estos instrumentos pueda perjudicar la cooperación internacional, fomentando la evasión fiscal, el lavado de activos, el financiamiento del terrorismo o la criminalidad organizada. 

			El problema fiscal consiste en que, aunque la transacción pueda ser visible en la cadena de bloques, la Administración difícilmente puede vincular la dirección pública con una persona física determinada, su residencia fiscal, su coste de adquisición o la finalidad económica de la operación, salvo que exista información adicional procedente de un punto de entrada o salida regulado. La OCDE ha reconocido que los criptoactivos pueden transferirse y mantenerse sin intermediarios financieros tradicionales ni administrador central con visibilidad completa sobre las transacciones, lo que explica la necesidad del CARF.

			2.	Las plataformas extranjeras

			Las plataformas extranjeras permiten a los contribuyentes operar a través de proveedores situados fuera de la jurisdicción de residencia, a menudo en Estados que no participan plenamente en mecanismos de intercambio automático o que no aplican con suficiente intensidad obligaciones de identificación y reporte.

			El problema concreto es que la Administración del Estado de residencia puede carecer de acceso directo a los datos del usuario y depender de la cooperación administrativa internacional, que solo será eficaz si el proveedor extranjero está sometido a obligaciones de recopilación y comunicación de información fiscalmente relevante. El CARF se propone precisamente impedir que los criptoactivos erosionen los avances logrados con la transparencia fiscal global y alinear el intercambio automático de información con la expansión de los mercados digitales de activos.

			3.	Los exchanges no cooperativos

			Los exchanges no cooperativos son plataformas de intercambio que no cumplen, o cumplen de manera deficiente, obligaciones de diligencia debida, identificación del cliente, conservación de datos y comunicación de información. 

			El problema fiscal no reside solo en la localización extranjera del operador, sino en la falta de información fiable sobre quién realizó la operación, qué criptoactivo fue adquirido o transmitido, por qué valor, en qué fecha y con qué contraparte. Esto impide reconstruir la ganancia o pérdida fiscalmente relevante y dificulta cualquier contraste con la declaración del contribuyente. El FATF ha señalado que persisten dificultades para identificar a las personas o entidades que realizan actividades de proveedores de servicios de activos virtuales, así como para controlar proveedores offshore fuera de una supervisión efectiva.

			4.	Los protocolos descentralizados

			Las dificultades descritas no se limitan a la mera conservación descentralizada de criptoactivos. Una complejidad adicional surge cuando los contribuyentes utilizan protocolos de finanzas descentralizadas (en adelante, DeFi), en los que numerosas operaciones financieras son ejecutadas automáticamente mediante smart contracts17.

			Los protocolos descentralizados permiten realizar operaciones mediante programas o infraestructuras tecnológicas que funcionan sin un operador central claramente identificable, o con formas de gobernanza distribuidas18.

			 

			Así, por ejemplo, los préstamos DeFi suelen estructurarse mediante mecanismos de sobrecolateralización, en los que el prestatario aporta criptoactivos cuyo valor excede el importe del préstamo recibido. De este modo conserva la exposición económica a futuras variaciones de valor de los activos entregados como garantía mientras obtiene liquidez inmediata.

			Además, en el caso de Aave, un protocolo de DeFi, los smart contracts permiten la concesión y obtención de préstamos de criptoactivos mediante fondos agrupados (liquidity pools). Los prestamistas depositan criptoactivos en dichos fondos y reciben tokens representativos de su participación (aTokens), mientras que los prestatarios pueden obtener liquidez aportando garantías normalmente superiores al importe prestado (sobrecolateralización). La determinación de intereses, el mantenimiento de garantías y, en su caso, la liquidación de posiciones insuficientemente garantizadas se realizan automáticamente mediante reglas codificadas en el protocolo.

			El problema para la cooperación fiscal consiste en determinar quién puede ser considerado sujeto obligado a recopilar y comunicar información: el desarrollador, la entidad que controla la interfaz, el operador que obtiene comisiones, los validadores, los titulares de tokens de gobernanza o ningún sujeto individualmente identificable. Esta incertidumbre dificulta la aplicación de estándares basados en terceros reportantes, aunque la evolución del CARF y de los estándares del FATF tienden a considerar reportables o regulables aquellos supuestos en los que exista una persona o entidad con control, influencia o capacidad funcional sobre el servicio prestado.

			5.	Las operaciones crypto-to-crypto

			Las operaciones crypto-to-crypto permiten convertir un criptoactivo en otro sin pasar por moneda fiduciaria ni por una cuenta bancaria tradicional19.

			 

			El problema fiscal es que estas operaciones pueden generar plusvalías o pérdidas imponibles, pero no producen necesariamente señales visibles en el sistema bancario ni movimientos en moneda legal que permitan a la administración detectar el hecho imponible. Por ello, un estándar eficaz debe cubrir no solo la conversión entre criptoactivos y moneda fiduciaria, sino también los intercambios entre diferentes criptoactivos, las transferencias y las operaciones que puedan modificar la posición patrimonial del contribuyente. El CARF aborda expresamente esta dificultad al prever información sobre adquisiciones, disposiciones, intercambios entre criptoactivos y transferencias, con datos agregados por tipo de criptoactivo y operación.

			Una consideración particular merece las operaciones crypto-to-crypto realizadas mediante stablecoins. Aunque desde una perspectiva formal también constituyen intercambios entre criptoactivos, su función económica difiere sustancialmente de las operaciones realizadas entre criptoactivos volátiles. Las stablecoins están diseñadas para mantener una referencia relativamente estable respecto de una moneda fiduciaria u otro activo de referencia y, por ello, desempeñan una función próxima a la de un medio de intercambio o unidad de cuenta dentro del ecosistema cripto. Esta característica ha favorecido su utilización como activo de transición en intercambios crypto-to-crypto, como instrumento de liquidez en protocolos DeFi y como activo de referencia para préstamos y mecanismos de sobrecolateralización. En consecuencia, aunque las stablecoins participan en operaciones crypto-to-crypto, el análisis de los riesgos fiscales asociados a ellas no puede limitarse a la lógica tradicional de los intercambios especulativos entre criptoactivos volátiles.

			Desde la perspectiva de la transparencia fiscal, esta distinción es relevante. Mientras que muchas operaciones crypto-to-crypto entre activos volátiles responden principalmente a estrategias de inversión o especulación, las stablecoins facilitan la circulación interna de valor dentro del ecosistema de criptoactivos y permiten mantener posiciones económicas significativas sin necesidad de reconvertir los activos a moneda fiduciaria. Ello contribuye a reducir los puntos de contacto con intermediarios sujetos a obligaciones tradicionales de información y refuerza la importancia de mecanismos específicos de reporte y cooperación internacional.

			C.	La identificación del beneficiario último

			Para las cinco modalidades se plantea el problema transversal de la identificación del beneficiario último. 

			En el ecosistema de los criptoactivos puede existir una separación entre quien aparece registrado como usuario de una plataforma, quien controla las claves privadas, quien decide económicamente la operación y quien obtiene finalmente el beneficio fiscalmente relevante. Esta separación puede producirse mediante cuentas abiertas por terceros, sociedades interpuestas, estructuras fiduciarias, acuerdos informales de custodia o mecanismos de control indirecto. Por ello, la trazabilidad técnica de la transacción no es suficiente si no se acompaña de reglas de diligencia debida que permitan identificar al usuario reportable, su residencia fiscal y, en el caso de entidades, las personas que ejercen el control efectivo. La documentación de implementación del CARF contempla procedimientos de diligencia debida orientados a identificar usuarios, jurisdicciones fiscales relevantes y personas controlantes cuando intervienen entidades.

			D.	Los problemas específicos de la cooperación administrativa en materia de criptoactivos

			La cooperación administrativa en materia de criptoactivos debe evaluarse a partir de cuatro problemas específicos: generación de información, identificación del sujeto fiscalmente relevante, comparabilidad internacional de los datos y cobertura de las zonas más opacas del ecosistema. 

			El primer problema es la generación de información: la cooperación administrativa no puede funcionar si la información no ha sido previamente creada o conservada por un sujeto obligado. El segundo problema es la identificación, ya que en materia tributaria no basta con conocer una dirección pública o una transacción registrada en una cadena de bloques: es necesario identificar al usuario, su residencia fiscal, su número de identificación fiscal, su condición de beneficiario efectivo y, cuando corresponda, las personas que controlan entidades o estructuras a través de las cuales se realizan las operaciones. El tercer problema es la comparabilidad internacional de los datos: la información sobre criptoactivos solo es útil para la cooperación administrativa si se recoge y transmite conforme a categorías homogéneas. El cuarto problema es la cobertura, porque incluso un sistema avanzado de intercambio automático puede dejar espacios de opacidad si depende de la existencia de proveedores reportantes claramente identificables.

			La estrecha relación entre estos cuatro elementos pone de manifiesto que el segundo pilar de la presente propuesta presupone necesariamente la correcta implementación del primero. 

			La cooperación administrativa internacional solo puede operar eficazmente si la información generada por los sujetos obligados ha sido recopilada de acuerdo con estándares homogéneos de identificación, diligencia debida, declaración y comunicación de información. En ausencia de tales estándares comunes, las administraciones tributarias podrían intercambiar volúmenes crecientes de datos sin que estos resulten comparables, utilizables o suficientemente fiables para identificar situaciones de riesgo. 

			Por ello, la eficacia del intercambio automático, del intercambio espontáneo y del intercambio de información previa solicitud depende directamente de la existencia de información previamente estandarizada, trazable y atribuible a sujetos fiscales identificables. 

			La homogeneidad de la información reportada constituye así el punto de conexión indispensable entre el primer y el segundo pilar, ya que solo permite transformar datos dispersos sobre criptoactivos en información fiscalmente relevante susceptible de ser procesada, analizada e intercambiada eficazmente a nivel internacional. En otras palabras, mientras el primer pilar determina qué información debe existir y en qué condiciones debe ser recopilada, el segundo pilar establece cómo esa información debe circular entre administraciones tributarias para permitir la detección de incumplimientos, la identificación del beneficiario último y la reconstrucción de operaciones con relevancia fiscal transfronteriza.

			Precisamente porque la cooperación administrativa presupone la existencia de información homogénea, verificable y utilizable, la insuficiencia de los instrumentos tradicionales no debe buscarse tanto en la ausencia de bases jurídicas para el intercambio; como en la falta de mecanismos específicamente diseñados para generar y estandarizar la información necesaria en el ecosistema de los criptoactivos. Es en este punto donde los estándares internacionales de nueva generación adquieren relevancia, ya que su función principal no consiste en sustituir los mecanismos clásicos de cooperación administrativa, sino en hacerlos operativos respecto de una forma de riqueza cuya circulación y gestión escapan frecuentemente a los canales tradicionales de documentación y reporte.

			La insuficiencia de los instrumentos tradicionales de cooperación administrativa frente a estos problemas explica la aparición de una nueva generación de estándares específicos. Estos instrumentos no sustituyen la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal, sino que tratan de generar la información que dicha convención y los demás mecanismos de intercambio solo pueden transmitir si previamente ha sido identificada, recopilada y estandarizada. En este sentido, el CARF y la DAC8 deben analizarse como instrumentos destinados a hacer operativa la cooperación administrativa en un ámbito en el que los datos fiscalmente relevantes no se encuentran necesariamente en manos de bancos o intermediarios financieros tradicionales.

			E.	El Crypto-Asset Reporting Framework (CARF) como estándar internacional y su implementación

			En este contexto debe entenderse la función del CARF. La OCDE propuso el CARF porque los criptoactivos pueden transferirse y conservarse sin intermediarios financieros tradicionales y sin un administrador central que tenga visibilidad completa sobre las transacciones, lo que podía erosionar los avances logrados mediante el Common Reporting Standard y la transparencia fiscal global. El CARF intenta resolver estos problemas mediante la creación de un estándar global de intercambio automático de información fiscal sobre criptoactivos, orientado a identificar usuarios, residencias fiscales, números de identificación fiscal, operaciones reportables, adquisiciones, disposiciones, intercambios entre criptoactivos y transferencias.

			Sin embargo, el CARF no es, por sí solo, un bloque de normas directamente aplicable a contribuyentes o proveedores de servicios. Su estructura corresponde a la de un estándar internacional que debe ser incorporado al Derecho interno de las jurisdicciones participantes y complementado mediante acuerdos entre autoridades competentes para que el intercambio efectivo de información pueda tener lugar. 

			La importancia del CARF reside en que desplaza el centro de gravedad desde la autodeclaración del contribuyente hacia la información generada por proveedores de servicios de criptoactivos. El estándar exige que los sujetos reportantes recopilen información sobre los usuarios, incluyendo nombre, dirección, jurisdicción de residencia, número de identificación fiscal y, para personas naturales, fecha y lugar de nacimiento. También prevé la comunicación de información sobre adquisiciones, disposiciones, intercambios entre criptoactivos, operaciones con moneda fiduciaria y transferencias. De este modo, el CARF trata de transformar operaciones que podrían permanecer invisibles para la Administración Tributaria en datos comparables, intercambiables y susceptibles de análisis de riesgo.

			El impacto potencial del CARF es significativo. En primer lugar, permite detectar contribuyentes residentes que operan con proveedores situados en otras jurisdicciones. En segundo lugar, facilita la reconstrucción de operaciones que no pasan por cuentas bancarias tradicionales. En tercer lugar, reduce el riesgo de que los criptoactivos se conviertan en un sustituto funcional de las cuentas financieras no declaradas. En cuarto lugar, puede permitir a las administraciones tributarias comparar datos recibidos de terceros con las declaraciones presentadas por las personas naturales. Sin embargo, este impacto depende de una condición esencial: que los proveedores reportantes cumplan efectivamente sus obligaciones de identificación, diligencia debida y comunicación de información. Sin ese cumplimiento, el intercambio automático se vacía de contenido, porque las administraciones solo intercambian la información que previamente haya sido correctamente recogida y transmitida.

			Con el propósito de facilitar la implementación internacional del CARF, la OCDE promovió la adopción del Multilateral Competent Authority Agreement on Automatic Exchange of Information pursuant to the Crypto-Asset Reporting Framework (en adelante, CARF MCAA), concebido como un acuerdo entre autoridades competentes destinado a hacer posible el intercambio automático de información sobre criptoactivos entre jurisdicciones participantes20.

			En particular, el CARF MCAA constituye el mecanismo multilateral destinado a facilitar el intercambio automático de información conforme al CARF y se apoya en la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal. Desde esta perspectiva, el CARF no debe caracterizarse simplemente como soft law carente de efectos, sino como un estándar internacional no autoejecutable, destinado a producir efectos jurídicos mediante legislación doméstica y acuerdos de intercambio entre autoridades fiscales.

			El CARF MCAA se apoya en la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal y prevé que las relaciones bilaterales de intercambio se activen cuando las jurisdicciones sean signatarias, hayan presentado las notificaciones correspondientes y se designen recíprocamente como jurisdicciones de intercambio.

			Al pasar del CARF como estándar, a su implementación por efecto del MCAA, surgen interrogantes desde la perspectiva del principio de reserva de ley. 

			Por un lado, al ser el CARF MCAA un acuerdo entre autoridades competentes y no de un protocolo convencional sometido a los procedimientos ordinarios de aprobación parlamentaria y ratificación, puede resultar adecuado para organizar técnicamente el intercambio de información entre administraciones fiscales. 

			Por otro lado, su utilización como vehículo para implementar obligaciones cuya infracción puede desencadenar consecuencias sancionadoras, e incluso proyectarse sobre ámbitos de responsabilidad penal; suscita dudas desde la óptica de las garantías de legalidad propias de numerosos ordenamientos de tradición latina. 

			En tales contextos, la imposición de deberes de identificación, diligencia debida, conservación y comunicación de información a sujetos privados; difícilmente puede considerarse una cuestión meramente administrativa, sino que exige una base normativa compatible con las exigencias de reserva de ley y control democrático.

			La objeción no es meramente formal. En la medida en que el presente estudio se centra en el incumplimiento, en la responsabilidad de los individuos y en la eventual integración de instrumentos de cooperación penal en materia tributaria; la utilización de instrumentos puramente administrativos podría afectar garantías básicas de las personas. En el ámbito americano, el artículo 921 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos consagra el principio de legalidad penal, mientras que en el ámbito europeo el artículo 722 del Convenio Europeo de Derechos Humanos exige que toda sanción penal repose sobre una base legal accesible y previsible.

			Por ello, el CARF puede proporcionar el estándar técnico y material de la información que debe ser recopilada e intercambiada, y el CARF MCAA puede servir como mecanismo operativo entre autoridades competentes. Sin embargo, cuando la aplicación de ese estándar requiere imponer obligaciones a particulares y prever consecuencias sancionadoras por su incumplimiento, la vía más sólida desde una perspectiva garantista no debería ser únicamente la implementación administrativa, sino la adopción de un protocolo convencional que incorpore esas obligaciones al marco jurídico internacional con suficiente densidad normativa y con respeto de los procedimientos constitucionales internos.

			Esta es precisamente la razón por la cual la evolución de la Convención Multilateral mediante un protocolo específico resulta preferible a una simple acumulación de acuerdos administrativos entre autoridades competentes: solo un instrumento convencional de esa naturaleza permitiría combinar eficacia operativa, homogeneidad internacional y respeto de las garantías de legalidad, reserva de ley y control democrático. De este modo, el sistema podría aprovechar el valor técnico del CARF como estándar global, sin trasladar a un instrumento de naturaleza administrativa la función de crear obligaciones materiales y consecuencias sancionadoras que, por su impacto sobre la esfera jurídica de los particulares, requieren una fuente normativa de rango adecuado. Más allá de la necesidad de una intervención institucional y garantista, que reestablezca la conformidad con las garantías fundamentales a nivel constitucional y de derechos humanos.

			F.	La experiencia europea de la DAC8

			Precisamente porque el CARF ha demostrado que es posible construir un estándar internacional común para la recopilación, estandarización e intercambio de información relativa a los criptoactivos, resulta particularmente relevante analizar cómo esa misma lógica puede ser incorporada en ordenamientos dotados de mecanismos jurídicos más intensos de cooperación administrativa. 

			Desde esta perspectiva, la experiencia europea adquiere especial interés, no solo como ejemplo de implementación de un estándar global, sino también como laboratorio institucional para evaluar las ventajas y limitaciones de su integración en un sistema vinculante de intercambio de información.

			La Directiva de la Unión Europea sobre la Cooperación Administrativa, también conocida como la DAC8, representa la incorporación europea de esta lógica de transparencia fiscal sobre criptoactivos.

			La relevancia de DAC8 no consiste, por tanto, solo en reproducir el contenido material del CARF, sino en insertarlo dentro de una arquitectura europea de cooperación administrativa ya existente23. La Directiva Europea de Cooperación Administrativa no regula la imposición sustantiva de la renta o de las ganancias derivadas de criptoactivos, sino que establece mecanismos para recopilar e intercambiar información tributaria entre administraciones fiscales de los Estados miembros24.

			 

			La DAC8 comparte con el CARF la finalidad de garantizar la recopilación, estandarización e intercambio automático de información fiscal sobre criptoactivos mediante obligaciones de identificación, diligencia debida y reporte impuestas a los proveedores de servicios de criptoactivos25. Eso permite al intercambio automático de informaciones de aplicarse también en el contexto de operaciones con criptoactivos. Sin embargo, levanta varios aspectos críticos que en parte reflejan los del CARF26.

			Ni el CARF ni la DAC8 eliminan por completo los problemas estructurales de la cooperación administrativa en materia de criptoactivos. Ambos instrumentos dependen, en gran medida, de la existencia de sujetos reportantes identificables y cumplidores. Si una operación se realiza exclusivamente mediante wallets auto-custodiadas, si interviene un protocolo descentralizado sin operador reportante, o si el proveedor se encuentra en una jurisdicción que no implementa de manera efectiva los estándares internacionales, la información puede seguir escapando al intercambio automático. Por ello, estos instrumentos deben entenderse como necesarios, pero no autosuficientes.

			G.	El contenido del segundo pilar

			El segundo pilar de nuestra propuesta parte de la necesidad de adaptar los instrumentos jurídicos internacionales de cooperación administrativa en materia fiscal al ecosistema de los criptoactivos. Esta propuesta no pretende introducir un estándar material distinto del CARF, ni sustituir las soluciones técnicas ya elaboradas por la OCDE. Por el contrario, asume que el CARF proporciona una base razonable y técnicamente adecuada para determinar qué información debe ser recopilada y comunicada en relación con los criptoactivos. 

			El problema consiste en que dicho estándar internacional, por sí solo, necesita operar sobre una infraestructura jurídica suficientemente robusta, fundada en obligaciones asumidas en el plano del Derecho Internacional y no únicamente en mecanismos administrativos entre autoridades competentes. 

			En este sentido, el segundo pilar de nuestra propuesta presupone necesariamente el primer pilar: solo en presencia de un sistema coordinado de obligaciones de identificación, diligencia debida, declaración informativa y comunicación de información, con intervención de terceros reportantes, los instrumentos de cooperación administrativa pueden producir datos relevantes para detectar situaciones de evasión fiscal.

			La posible adopción de un protocolo específico sobre criptoactivos a la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal constituiría, en esta perspectiva, el eje normativo del segundo pilar. 

			Dicho protocolo no debería concebirse como una solución aislada o excepcional para una tecnología particular, sino como una evolución funcional de la cooperación administrativa internacional frente a nuevas formas digitales de transferencia de valor. Su finalidad sería permitir que la obligación de intercambio automático funcione también respecto de plataformas, proveedores de servicios de criptoactivos, exchanges, custodios, intermediarios tecnológicos y otros sujetos que gestionan, facilitan o intervienen en operaciones con criptoactivos. Como ya se ha indicado, la Convención Multilateral ofrece ya una infraestructura amplia para distintas formas de asistencia administrativa, pero sus cláusulas no fueron diseñadas teniendo en cuenta los problemas específicos de identificación, trazabilidad y generación de información que plantean los criptoactivos.

			Un protocolo de esta naturaleza permitiría cerrar la brecha existente entre el estándar global y la cooperación administrativa jurídicamente operativa. El CARF identifica qué información debería recopilarse y reportarse, la DAC8 prueba que esa información puede integrarse en un sistema vinculante de intercambio automático dentro de la Unión Europea, y la Convención Multilateral podría ofrecer el vehículo global para extender una lógica semejante más allá del espacio europeo. 

			En otros términos, el objetivo no sería sustituir el CARF, sino dotarlo de una infraestructura convencional más robusta, capaz de asegurar que la información generada por terceros reportantes pueda intercambiarse de manera automática, homogénea y jurídicamente segura entre las administraciones tributarias participantes, sobre la base de obligaciones internacionalmente asumidas por los Estados. De este modo, el estándar material desarrollado por el CARF podría operar dentro de un marco normativo dotado de una legitimidad jurídica más sólida, compatible tanto con las exigencias de reserva de ley y control democrático como con los estándares constitucionales e internacionales de protección de los derechos humanos aplicables a la imposición de sanciones administrativas y penales derivadas de situaciones de evasión fiscal.

			Nuestra propuesta tendría una ventaja metodológica importante. No trataría los criptoactivos como una anomalía que exige una respuesta ad hoc, sino como una manifestación de un problema más amplio: la necesidad de adaptar la cooperación fiscal internacional a formas de riqueza que circulan fuera de los canales financieros tradicionales. Del mismo modo que la transparencia fiscal global evolucionó desde el intercambio de información previa solicitud hacia el intercambio automático de información financiera, la cooperación administrativa debería ahora evolucionar hacia un modelo en el que las plataformas y sujetos que gestionan criptoactivos sean integrados de manera estable en la arquitectura multilateral de intercambio de información. Esta evolución resulta particularmente necesaria porque la OCDE ha reconocido que los criptoactivos pueden transferirse y mantenerse sin intermediarios financieros tradicionales ni un administrador central con visibilidad completa sobre las transacciones. 

			Esta arquitectura debería apoyarse en una premisa adicional: la responsabilidad de los terceros reportantes es indispensable para que la cooperación fiscal internacional pueda funcionar. Las plataformas y demás sujetos obligados no son responsables, por el solo hecho de intervenir en operaciones con criptoactivos, de la eventual evasión fiscal cometida por el contribuyente. Sin embargo, sí deben responder por el incumplimiento de las obligaciones legales de identificación, diligencia debida, conservación y comunicación de información que les sean impuestas. Esta responsabilidad debería estructurarse de manera suficientemente uniforme a nivel internacional, diferenciando entre ilícitos omisivos y comisivos.

			En los ilícitos omisivos, la conducta relevante consistiría en no recopilar, no conservar o no comunicar la información exigida por la ley, cuando dicha omisión impida o dificulte la detección de una posible evasión fiscal. En los ilícitos comisivos, la conducta consistiría en proporcionar información falsa, incompleta o deliberadamente distorsionada sobre usuarios, beneficiarios efectivos, residencia fiscal, valores de adquisición o disposición, transferencias u operaciones realizadas. En ambos casos, la infracción debería configurarse como un ilícito de peligro y no necesariamente de resultado: no sería indispensable demostrar que la evasión fiscal se produjo efectivamente, sino que el incumplimiento del tercero reportante puso en riesgo la capacidad de la Administración Tributaria para detectar, reconstruir o verificar la situación fiscal relevante.

			Esta configuración permitiría preservar la proporcionalidad de la respuesta. El tercero obligado fiscalmente no debería responder por la evasión fiscal del contribuyente como si fuera autor de dicha evasión, salvo en los supuestos en que obtenga una ventaja económica derivada del incumplimiento, participe conscientemente en la estrategia evasiva o proporcione activamente medios para ocultar la renta, el patrimonio o el beneficiario último. Fuera de esos casos, su responsabilidad debería limitarse al incumplimiento de la obligación legal de colaboración, que constituye una infracción autónoma vinculada a la protección del sistema de cooperación fiscal internacional.

			Por tanto, la convergencia global en esta materia no requiere únicamente estándares comunes sobre qué información debe recopilarse, sino también reglas comunes sobre las consecuencias del incumplimiento de los sujetos obligados. La eficacia del intercambio automático depende de la calidad y veracidad de la información que ingresa en el sistema. Si los terceros reportantes omiten datos esenciales o comunican información falsa, el sistema de cooperación administrativa queda privado de su presupuesto operativo. Por ello, una arquitectura global eficaz frente a la evasión fiscal mediante criptoactivos debe combinar estándares de reporte, trazabilidad de las operaciones, identificación del beneficiario último, intercambio automático, intercambio espontáneo o previa solicitud en casos de riesgo, y responsabilidad proporcionada de los sujetos obligados a colaborar con la administración tributaria.

			En definitiva, la cooperación administrativa frente a los criptoactivos exige pasar de un modelo centrado en la mera disponibilidad jurídica de instrumentos de intercambio a un modelo basado en la producción, trazabilidad, estandarización y circulación efectiva de información fiscalmente utilizable. Solo si las plataformas y demás terceros reportantes cumplen obligaciones claras y sancionables, y solo si esa información puede ser intercambiada automáticamente y utilizada para activar solicitudes o comunicaciones espontáneas en casos de riesgo, será posible detectar la evasión fiscal de personas naturales que operan fuera de los circuitos documentales tradicionales. El protocolo propuesto a la Convención Multilateral permitiría precisamente realizar esta transición: no mediante la creación de un estándar alternativo al CARF, sino mediante la incorporación de dicho estándar en una obligación internacional de cooperación administrativa, coherente con el primer pilar y capaz de transformar información homogénea en control fiscal efectivo.

			VI.	EL TERCER PILAR: EL EMPLEO DE LOS INSTRUMENTOS DE COOPERACIÓN PENAL EN MATERIA TRIBUTARIA

			El tercer pilar de la propuesta consiste en integrar, de manera proporcionada, los instrumentos internacionales de cooperación en materia penal dentro de la estrategia global contra la evasión fiscal realizada mediante criptoactivos. 

			Este pilar parte del reconocimiento de que ya existen instrumentos internacionales relevantes para la cooperación penal frente a fenómenos transnacionales graves, como la Convención de Palermo contra la Delincuencia Organizada Transnacional27, los instrumentos internacionales contra el lavado de activos28 y, en determinados supuestos, la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción29. 

			La Convención de Palermo, en particular, establece un marco de cooperación frente a la delincuencia organizada transnacional, incluyendo extradición, asistencia judicial recíproca, decomiso y cooperación entre autoridades, y define el concepto de serious crime como una conducta punible con una pena máxima privativa de libertad de al menos cuatro años u otra pena más grave. Sin embargo, la aplicación de estos instrumentos al ámbito tributario plantea dificultades específicas. 

			En muchos ordenamientos, la evasión fiscal solo adquiere relevancia penal por encima de determinados umbrales cuantitativos o cualitativos, y la calificación de la conducta como delito fiscal queda remitida al derecho interno. Esto puede generar problemas de doble incriminación y de coordinación entre sistemas jurídicos, especialmente cuando una misma conducta puede constituir una infracción administrativa en un Estado y un delito en otro. Como hemos sostenido anteriormente, este problema se manifiesta con particular claridad en la utilización de los delitos fiscales como delitos precedentes del lavado de activos: dicha inclusión permite aproximar la evasión fiscal a los instrumentos de integridad financiera, pero su eficacia se reduce cuando no existe una definición común de delito fiscal y cuando la cooperación depende estrictamente de la doble incriminación.

			La dificultad se agrava cuando se intenta aplicar la noción de serious crime de la Convención de Palermo a supuestos de evasión fiscal mediante criptoactivos30. En los ilícitos tributarios de resultado, la activación de la cooperación penal puede exigir una previa determinación de la deuda tributaria efectivamente no pagada31, lo que introduce una suerte de prejudicialidad tributaria –en el sentido que hemos indicado anteriormente en este estudio– y puede retrasar o bloquear la cooperación internacional. 

			Por esta razón, la propuesta de estructurar determinadas infracciones vinculadas al uso ilícito de criptoactivos como ilícitos de peligro puede contribuir a superar parte de estas dificultades. Cuando la conducta consiste en omitir información fiscalmente relevante, falsear datos, impedir la trazabilidad de operaciones o incumplir obligaciones legales de identificación y reporte; la reacción sancionadora no debería depender necesariamente de la prueba inmediata del impuesto efectivamente no pagado. Bastaría acreditar que la conducta puso en riesgo de manera relevante la capacidad de la Administración Tributaria para detectar, reconstruir o verificar la situación fiscal del contribuyente. Naturalmente, cuando se trate de responsabilidad penal, esta anticipación de la tutela debe preservar los principios de legalidad, previsibilidad, proporcionalidad y culpabilidad, especialmente en los ordenamientos protegidos por el artículo 932 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y por el artículo 733 del Convenio Europeo de Derechos Humanos.

			En este contexto, el concepto común de evasión fiscal debería cumplir una función distinta de la armonización penal. No se trataría de imponer a todos los Estados la misma definición de delito fiscal, ni de eliminar los umbrales internos de punibilidad. Se trataría, más bien, de identificar una categoría internacional funcional que permita activar, en primer lugar, obligaciones de identificación, diligencia debida, declaración y comunicación de información; en segundo lugar, mecanismos de cooperación administrativa entre autoridades fiscales; y, en tercer lugar, instrumentos de cooperación penal solo cuando la gravedad, la transnacionalidad o la conexión con otras formas de criminalidad económica lo justifiquen. 

			La cooperación administrativa y los estándares de transparencia fiscal operarían como mecanismos ordinarios de detección y reconstrucción de la información; mientras que la cooperación penal quedaría reservada para los supuestos que, conforme a criterios de gravedad, transnacionalidad y proporcionalidad, superen los umbrales establecidos por los ordenamientos nacionales o por eventuales estándares internacionales mínimos.

			La experiencia del lavado de activos ofrece una referencia metodológica particularmente útil. En ese ámbito, la respuesta internacional no ha dependido únicamente de la existencia de delitos nacionales, sino de la construcción progresiva de un marco común de identificación del fenómeno, de estándares de diligencia debida, de obligaciones de reporte, de cooperación entre autoridades y de mecanismos de presión internacional sobre jurisdicciones no cooperativas. 

			La relevancia penal del lavado de activos no eliminó completamente las diferencias nacionales34, pero permitió articular un lenguaje común y un conjunto de estándares funcionales para responder a un fenómeno global35. Como hemos sostenido anteriormente, la utilidad de este modelo reside precisamente en que permite coordinar instrumentos administrativos, financieros y penales sin exigir una completa uniformidad de los sistemas internos36.

			En varios ordenamientos, sin embargo, el lavado de activos se estructura o puede ser leído como una figura de peligro o de tutela anticipada, en cuanto sanciona conductas idóneas para ocultar, disimular u obstaculizar la identificación del origen ilícito de los bienes, sin exigir necesariamente un resultado lesivo adicional. 

			Dentro de esta experiencia, reviste especial importancia el uso de indicadores de riesgo. El FATF ha desarrollado indicadores específicos para activos virtuales, destinados a facilitar la detección de operaciones sospechosas de lavado de activos y el financiamiento del terrorismo37.

			Esta experiencia podría ser adaptada al contexto de la evasión fiscal mediante criptoactivos. No se trataría de trasladar mecánicamente los indicadores relativos al lavado de activos al ámbito tributario, sino de construir un catálogo de indicadores fiscales de riesgo que permita detectar supuestos en los que el uso de criptoactivos revele una probabilidad elevada de incumplimiento declarativo o de ocultamiento de renta o patrimonio38.

			Esta lógica permitiría articular un puente entre la experiencia europea del sistema de revelación obligatoria de mecanismos transfronterizos potencial y fiscalmente agresivos39. En el ámbito de los criptoactivos, una extensión funcional de esa técnica podría consistir en un régimen de revelación obligatoria específico para operaciones o patrones de uso que no cumplan con el estándar del CARF o que revelen riesgos cualificados de evasión fiscal. 

			Los indicadores no operarían como prueba automática de evasión fiscal ni como fundamento suficiente para imponer sanciones penales. Su función sería más limitada y, al mismo tiempo, más útil: permitir la detección temprana de situaciones críticas y activar obligaciones de comunicación reforzada, análisis de riesgo y cooperación administrativa entre Estados. Solo cuando esos indicadores, combinados con otros elementos objetivos, revelen gravedad, transnacionalidad, ocultación deliberada o conexión con criminalidad económica, podría justificarse el paso al tercer nivel de reacción, es decir, la cooperación penal internacional.

			La inclusión de los delitos fiscales como delitos precedentes del lavado de activos muestra, al mismo tiempo, el potencial y los límites de esa convergencia. Por un lado, ha permitido aproximar la lucha contra la evasión fiscal a los mecanismos de integridad financiera y utilizar instrumentos originalmente concebidos para combatir otras formas de criminalidad económica. Por otro lado, la eficacia de esa aproximación se ve reducida cuando la definición de delito fiscal queda enteramente remitida al derecho interno y cuando la cooperación penal depende de una estricta doble incriminación. Este problema es especialmente visible en contextos transfronterizos, en los que la misma conducta puede tener naturaleza administrativa en un Estado y penal en otro. 

			A partir de esta experiencia, podría formularse una propuesta más ambiciosa: construir un marco internacional específico de lucha contra la evasión fiscal transfronteriza, inspirado en la lógica de los instrumentos internacionales contra el lavado de activos, pero adaptado a las particularidades del derecho tributario. Este marco no tendría que armonizar completamente las sanciones penales ni imponer una única definición doméstica de delito fiscal. 

			Su contribución consistiría en establecer una obligación internacional de cooperación frente a determinadas formas graves de evasión fiscal, especialmente cuando impliquen ocultamiento transfronterizo de activos, utilización de criptoactivos para impedir la identificación del beneficiario último, incumplimiento deliberado de obligaciones de reporte o conexión con lavado de activos, corrupción, financiamiento del terrorismo o criminalidad organizada.

			Un instrumento de esta naturaleza permitiría activar la obligación de cooperar cuando concurran elementos objetivos de gravedad y transnacionalidad, dejando a cada Estado un margen razonable para determinar las sanciones aplicables conforme a su sistema constitucional y penal. La lógica no sería sustituir los sistemas penales nacionales, sino crear un marco común que permita reconocer ciertos patrones de evasión fiscal internacional como fenómenos suficientemente graves para justificar asistencia judicial, intercambio de información penal, decomiso, recuperación de activos y cooperación entre autoridades fiscales, financieras y represivas.

			La conexión con los dos primeros pilares sería esencial. El primer pilar permitiría generar información homogénea mediante obligaciones de identificación, diligencia debida, declaración y comunicación de información a cargo de sujetos terceros con acceso a información fiscalmente relevante sobre operaciones con criptoactivos. El segundo pilar permitiría procesar y circular información relevante sobre criptoactivos entre administraciones fiscales mediante intercambio automático, intercambio espontáneo o intercambio previa solicitud. 

			El tercer pilar se activaría únicamente cuando esa información revele indicios cualificados de gravedad, transnacionalidad o conexión con criminalidad económica. En otras palabras, la cooperación penal no sustituiría la cooperación tributaria, sino que operaría como su complemento en los casos más graves.

			En el ámbito de los criptoactivos, esta arquitectura permitiría responder de manera más efectiva a supuestos en los que la evasión fiscal no se limita a la omisión individual de una renta, sino que forma parte de una estrategia deliberada de ocultamiento patrimonial40. Estas conductas no deberían ser automáticamente penalizadas por el solo hecho de involucrar criptoactivos, pero pueden adquirir relevancia penal cuando se integren en un patrón de ocultamiento deliberado y transnacional de rentas o patrimonios.

			La integración de los instrumentos penales también exige una delimitación clara de la responsabilidad de los terceros. Las plataformas, proveedores de servicios de criptoactivos, custodios, exchanges e intermediarios tecnológicos no deberían responder por la evasión fiscal del contribuyente por el solo hecho de intervenir en la operación. Sin embargo, sí podrían responder por el incumplimiento de obligaciones legales de identificación, diligencia debida, conservación y comunicación de información, especialmente cuando dicho incumplimiento ponga en peligro la capacidad de las autoridades de detectar la evasión fiscal. En los casos más graves, cuando el tercero obtenga una ventaja económica del incumplimiento, participe conscientemente en la estrategia evasiva o proporcione activamente medios para ocultar al beneficiario último, su conducta podría aproximarse a formas de complicidad o participación en la evasión fiscal.

			Desde esta perspectiva, el tercer pilar permitiría construir un sistema integrado de reacción frente a ilícitos internacionales, aplicable también a la evasión fiscal mediante criptoactivos. Dicho sistema se apoyaría en una secuencia funcional, que permitiría evitar dos riesgos opuestos: por un lado, la banalización penal de cualquier incumplimiento tributario; por otro, la impunidad de conductas transnacionales graves que aprovechan la descentralización tecnológica para sustraerse a la capacidad de control de los Estados.

			En definitiva, la integración de los instrumentos internacionales de cooperación penal en la materia tributaria no debe entenderse como una criminalización generalizada de la evasión fiscal, sino como una respuesta selectiva, proporcionada y jurídicamente estructurada frente a sus manifestaciones transnacionales más graves. La experiencia del lavado de activos demuestra que los fenómenos globales requieren marcos comunes de identificación, reporte, indicadores de riesgo y cooperación. 

			La evasión fiscal mediante criptoactivos presenta hoy características que justifican una evolución semejante: no porque todo incumplimiento fiscal deba ser penal, sino porque ciertas formas de ocultamiento digital de riqueza pueden afectar la integridad del sistema fiscal internacional, erosionar la capacidad recaudatoria de los Estados y conectarse con otras formas de criminalidad económica. En esos casos, la cooperación penal debe estar disponible como tercer nivel de una estrategia global, coordinada con los estándares documentales del primer pilar y con la cooperación administrativa del segundo.

			VII. 	CONCLUSIONES

			El problema analizado en este estudio no consiste en afirmar que los criptoactivos sean, por naturaleza, instrumentos ilícitos o necesariamente orientados a la evasión fiscal, ni que eso ocurra en el caso de empleo por parte de las personas naturales.

			Sin embargo, la falta de transparencia sobre las consecuencias fiscales derivadas de la utilización de criptoactivos puede crear un entorno tecnológico en el que actividades ilícitas prosperen sin controles suficientes, especialmente cuando se combinan descentralización, auto-custodia, pseudonimato, operaciones transfronterizas, utilización de plataformas no cooperativas y ausencia de terceros obligados a reportar información fiscalmente relevante. 

			La falta de una respuesta internacional adecuada resulta particularmente grave porque no solo afecta la capacidad recaudatoria de los Estados, sino también la integridad del sistema financiero y la prevención de actividades ilícitas, incluido el financiamiento del terrorismo, el lavado de activos y otras formas de criminalidad económica organizada.

			Frente a este riesgo, el objetivo de este estudio ha sido formular una propuesta que no ignore los instrumentos existentes ni pretenda sustituir los avances ya realizados en materia de transparencia fiscal internacional. Por el contrario, la propuesta parte del CARF, la DAC8, la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal, los estándares FATF y los mecanismos internacionales de cooperación penal, pero sostiene que ninguno de esos instrumentos, aisladamente considerado, basta para ofrecer una respuesta global frente a la evasión fiscal mediante criptoactivos. Se requiere una arquitectura integrada en tres pilares, capaz de conectar obligaciones documentales, cooperación administrativa y cooperación penal en un marco común de reacción frente a ilícitos transnacionales.

			El primer pilar de esta arquitectura consiste en establecer estándares comunes de identificación, diligencia debida, declaración informativa y comunicación de información fiscal. Sin información previamente generada, conservada y atribuible a sujetos identificables, ninguna forma de cooperación administrativa o penal puede funcionar adecuadamente. 

			En el caso de personas naturales que no están sujetas a obligaciones contables ordinarias, este punto resulta decisivo. La información fiscalmente relevante sobre criptoactivos no puede depender solo de la autodeclaración del contribuyente, sino que debe apoyarse en obligaciones razonables impuestas a plataformas, proveedores de servicios de criptoactivos, exchanges, custodios e intermediarios tecnológicos. Estas obligaciones no constituyen una anomalía, sino una evolución de técnicas ya conocidas por los sistemas tributarios modernos, que atribuyen deberes de colaboración a terceros cuando estos se encuentran en posición idónea para suministrar información esencial para la aplicación del tributo.

			El segundo pilar se refiere a la cooperación administrativa entre autoridades fiscales. La Convención Multilateral ofrece una infraestructura jurídica importante y reduce la fragmentación de los instrumentos de intercambio, pero no fue diseñada teniendo en cuenta los problemas específicos de los criptoactivos. Por ello, el CARF y la DAC8 representan avances positivos: el CARF proporciona un estándar global sobre la información que debe recopilarse y transmitirse; la DAC8 demuestra cómo ese estándar puede incorporarse en un sistema regional vinculante de cooperación administrativa. 

			La propuesta de este estudio va más allá de valorar esos instrumentos. Se defiende la conveniencia de adoptar un protocolo a la Convención Multilateral que incorpore el estándar del CARF dentro de una obligación internacional más sólida, fundada en derecho internacional y compatible con las exigencias de reserva de ley, control democrático y protección de los derechos fundamentales cuando el incumplimiento de las obligaciones de reporte pueda generar consecuencias sancionadoras.

			El tercer pilar implica integrar, de manera proporcionada, los instrumentos de cooperación penal internacional. La cooperación penal no debe sustituir la cooperación tributaria ni transformar toda evasión fiscal en delito transnacional. Debe reservarse para supuestos de especial gravedad, transnacionalidad, ocultamiento deliberado, utilización de estructuras opacas o conexión con lavado de activos, corrupción, financiamiento del terrorismo o criminalidad organizada. La experiencia del lavado de activos demuestra que los fenómenos globales requieren marcos comunes de identificación, reporte, indicadores de riesgo y cooperación entre autoridades. Una evolución análoga podría construirse respecto de la evasión fiscal, sin eliminar los umbrales internos de punibilidad ni imponer una definición penal uniforme, pero sí estableciendo una categoría internacional funcional que active deberes de cooperación en los casos más graves.

			La utilización de indicadores de riesgo puede cumplir un papel especialmente importante. Inspirados en la experiencia FATF y en la lógica de los mecanismos de revelación obligatoria, tales indicadores permitirían detectar patrones de uso de criptoactivos que revelen una probabilidad elevada de incumplimiento declarativo, ocultamiento del beneficiario último o desplazamiento transfronterizo de riqueza fuera de los canales de control fiscal. No serían prueba automática de evasión, pero permitirían activar el segundo pilar mediante intercambio automático, espontáneo o previa solicitud. Solo cuando esos indicadores aparezcan acompañados de elementos de gravedad o criminalidad económica debería abrirse el espacio para la cooperación penal.

			El aporte central de este estudio consiste, por tanto, en sostener que la evasión fiscal mediante criptoactivos exige una respuesta integrada y escalonada. Primero, deben existir datos homogéneos y fiables; después, esos datos deben circular entre administraciones tributarias; finalmente, cuando revelen conductas graves y transnacionales, deben poder activar instrumentos penales de cooperación. Esta secuencia permite evitar tanto la impunidad de conductas sofisticadas como la criminalización desproporcionada de incumplimientos meramente formales.

			Concluir estas reflexiones en homenaje a Luis Hernández Berenguel tiene para mí un significado especial. Treinta y tres años después de mi primera participación en un congreso latinoamericano, precisamente con mi presentación en el seminario de las Jornadas del Instituto Latinoamericano de Derecho Tributario número XVI en Lima sobre el delito fiscal, vuelvo al tema de los delitos tributarios desde una perspectiva más puntual, con matices globales y tecnológicos. 

			La relevancia del uso de los criptoactivos en América Latina es enorme en la práctica. Esa región del mundo, por su tradición jurídica, tiene una evidente sensibilidad frente a las garantías del contribuyente y a la necesidad de proteger recursos públicos esenciales para el desarrollo. Pero no dispone de instrumentos jurídicos para asegurar que la transparencia fiscal permita una lucha eficaz a la evasión fiscal procedente de la utilización de los criptoactivos. 

			Por esta razón, con mis reflexiones quiero fomentar el debate en la doctrina peruana y latinoamericana para que pueda desempeñar un papel decisivo en esta nueva etapa que es necesaria tanto al Sur como al Norte Global. La cooperación internacional contra la evasión fiscal mediante criptoactivos no es solo una cuestión técnica: es una exigencia de justicia tributaria, de Estado de Derecho y de responsabilidad común frente a fenómenos que ningún Estado puede enfrentar solo. [image: ]
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					1	Esa situación genera un importante déficit de información que afecta tanto las inversiones financieras en el contexto transfronterizo, como el cumplimiento del deber de pagar los tributos. En ese sentido, véase a Serrano Antón (2022, p. 3), quien ya desarrollaba aquella idea. Por otro lado, Stern (2024) observa que los criptoactivos pueden ser creados, mantenidos y transferidos al margen de los intermediarios financieros tradicionales y, por esa razón, pueden escapar a los mecanismos de transparencia construidos durante las últimas décadas, incluido el Foreign Account Tax Compliance Act, el Common Reporting Standard y los sistemas de intercambio automático de información. Precisamente por ello, la aparición de criptoactivos plantea un desafío estructural para los instrumentos tradicionales de cooperación administrativa internacional (pp. 55-56). Análogamente, Turina (2024) afirma que la combinación de descentralización, desintermediación y pseudoanonimato dificulta significativamente la vinculación entre las identidades digitales y las identidades reales de los contribuyentes, creando un problema de visibilidad para las administraciones tributarias que no existía en los mercados financieros tradicionales (pp. 506-507).

				

				
					2	En ese sentido, Nicola Dichi (2024) destaca que los estándares internacionales de transparencia fiscal desempeñan una función que trasciende la mera correcta liquidación de impuestos, contribuyendo también a la prevención y detección de flujos financieros ilícitos vinculados a fenómenos de criminalidad económica transnacional (pp. 306-310).

				

				
					3	Véase a OCDE (2023). Este estudio analizará los aspectos específicos del CARF en el apartado E de la sección V.

				

				
					4	La denominación ‘DAC8’ deriva de que la Directiva constituye la octava modificación de la Directiva 2011/16/UE sobre cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad (DAC). Desde su adopción en 2011, cada modificación ha ampliado el ámbito material del intercambio de información y de la cooperación administrativa entre los Estados miembros de la Unión Europea. La Directiva extiende este marco a los criptoactivos y a determinados aspectos relativos a los medios de dinero electrónico y las monedas digitales de bancos centrales, incorporando sustancialmente al ordenamiento de la Unión Europea las soluciones desarrolladas por la OCDE en el CARF. Este estudio analizará los aspectos específicos de DAC8 en el apartado F de la sección V.

				

				
					5	Según Annet W. Oguttu (2024), la evasión fiscal de los individuos de alto patrimonio se ve favorecida por la utilización de estructuras transfronterizas, inversiones offshore y jurisdicciones con limitados niveles de transparencia. (p. 727; pp. 750-755; pp. 758-759). Además, la autora agrega que la eficacia de los estándares de transparencia dependerá en gran medida de la capacidad de incorporar los criptoactivos a redes internacionales de intercambio de información comparables a las desarrolladas previamente para cuentas financieras (pp. 750-755).

				

				
					6	Véase a Pasquale Pistone, Silvia Messina y Sanne van der Vlugt (2024, pp. 5-6), donde se subraya que la ausencia de una comprensión común de los flujos financieros transfronterizos de origen ilícito dificulta la adopción de respuestas internacionales coherentes y la fijación de objetivos comunes.

				

				
					7	Véase a Pasquale Pistone, Silvia Messina y Sanne van der Vlugt (2024, pp. 9-10; pp. 17-18), sobre la necesidad de distinguir entre infracción tributaria y delito fiscal, así como sobre la importancia de preservar proporcionalidad y derechos fundamentales del contribuyente.

				

				
					8	Véase a Pasquale Pistone, Silvia Messina y Sanne van der Vlugt (2024, pp. 7-8), sobre la evolución de la distinción entre evasión fiscal y elusión fiscal y, en particular, sobre la caracterización de la evasión como violación directa de una disposición tributaria.

				

				
					9	La denominada ‘prejudicialidad tributaria’ (pregiudiziale tributaria) estaba establecida por el artículo 21 de la Ley 4, de 7 de enero de 1929, y exigía que la acción penal solo pudiera ejercerse una vez que la liquidación o determinación del impuesto hubiera adquirido firmeza conforme a la normativa tributaria aplicable. Esta regla, reiterada posteriormente en la legislación sobre los impuestos sobre la renta y el IVA adoptada en la década de 1970, fue finalmente derogada con la introducción de los delitos fiscales de peligro mediante la Ley 516, de 7 de agosto de 1982. Véase a Antonio Pagliaro (1967, pp. 173 y siguientes), quien explica que la prejudicialidad tributaria consistía en el mecanismo que subordinaba el ejercicio de la acción penal a la firmeza del acto de liquidación del impuesto (accertamento tributario).

				

				
					10	Biraghi (2024, pp. 93-180) analiza los límites de la legislación tributaria en el sistema argentino. En el sistema español se han introducido (por efecto del Real Decreto 249/2023 de 4 de abril y de la Orden HFP/887/2023 de 26 de julio de 2023), desde el 1 de enero de 2024, varias obligaciones de comunicación relacionadas con la posesión de criptoactivos, también en el extranjero. Por su parte, Calvo Vérgez (2022) destaca la importancia de una evolución normativa desde una regulación eminentemente reactiva hacia un sistema de supervisión preventiva basado en obligaciones de información y transparencia específicamente relativas a las criptomonedas (pp. 7-26).

				

				
					11	Véase a Miras Marín (2025, pp. 289-318).

				

				
					12	En la sección E del apartado V veremos que este estándar existe a nivel internacional y es el CARF.

				

				
					13	Según Parsons (2022), esta posibilidad, unida al uso de protocolos descentralizados y a la ausencia potencial de sujetos obligados a identificar usuarios o reportar operaciones, constituye uno de los principales desafíos para los mecanismos tradicionales de transparencia fiscal y cooperación administrativa (pp. 2-8; pp. 225-226).

				

				
					14	Es emblemático el caso de Suiza, que, con efecto desde el 1 de noviembre de 2019, implementó mediante la Ley Federal del 21 de junio de 2019 las recomendaciones del Foro Global de Transparencia e Intercambio de Informaciones en materia fiscal, modificando el artículo 622 de su Código de Obligaciones con la introducción del apartado 1 bis, según el cual las acciones al portador solo siguen permitidas si la sociedad tiene valores participativos cotizados en bolsa o se organizan como valores intermediados conformes a la legislación y están depositadas con un custodio en Suiza o inscritas en el registro principal. En mi opinión, esas alternativas aseguran la trazabilidad o, bien, la implicación obligatoria del intermediario, y son muy importantes para que se apliquen como mejores prácticas también en el contexto de las wallets auto-custodiadas de criptoactivos.

				

				
					15	Véase a FATF (2023, pp. 6-8; pp. 15-18), en donde se destaca que los Estados deben adoptar medidas para evitar el uso de estructuras jurídicas susceptibles de ocultar la identidad del beneficiario efectivo y garantizar que las autoridades competentes tengan acceso oportuno a información adecuada, exacta y actualizada sobre la titularidad y el control de personas y estructuras jurídicas. En particular, las Recomendaciones 24 y 25 del FATF exigen la adopción de mecanismos destinados a prevenir el uso indebido de acciones al portador (bearer shares), accionistas fiduciarios (nominee shareholders), directores fiduciarios (nominee directors) y otras estructuras capaces de dificultar la identificación de la persona física que ejerce el control efectivo de los activos, en atención a los riesgos que tales mecanismos pueden presentar para la prevención del lavado de activos, el financiamiento del terrorismo y otros delitos económicos graves.

				

				
					16	Parsons (2022) explica que las transacciones con criptoactivos se registran en libros distribuidos mantenidos por una red descentralizada de nodos y que la titularidad efectiva de los activos depende del control de claves criptográficas. Dado que las direcciones registradas en la cadena de bloques no incorporan normalmente la identidad civil de los usuarios, el sistema se caracteriza por una forma de pseudonimidad que dificulta la atribución inmediata de las operaciones a contribuyentes determinados (pp. 2-5).

				

				
					17	Los smart contracts son programas informáticos desplegados sobre una blockchain que ejecutan automáticamente determinadas instrucciones cuando se verifican condiciones previamente definidas. Su utilización permite la automatización de préstamos, intercambios, constitución de garantías y otras operaciones financieras sin necesidad de intermediarios tradicionales. 

				

				
					18	Véase a Shaun Parsons y Hamman Schoonwinkel (2023, pp. 3-4).

				

				
					19	Según Parsons (2022, p. 78 y siguientes), eso contribuye a generar efectos de fragmentación de la información relevante para fines tributarios y dificulta la aplicación de mecanismos de control diseñados para flujos financieros tradicionales.

				

				
					20	Véase a la OCDE (2024). Según la información de la OCDE, entre las jurisdicciones que han firmado el CARF MCAA figuran diversos Estados latinoamericanos, incluidos Brasil, Colombia y Costa Rica, así como varias jurisdicciones del Caribe, entre ellas Bahamas, Barbados e Islas Caimán. También se encuentran entre los signatarios numerosos Estados europeos, incluidos España, Italia y Portugal, junto con Alemania, Francia, Irlanda, Luxemburgo, Países Bajos, Suecia, Suiza y el Reino Unido. La lista publicada por la OCDE al 26 de noviembre de 2024 incluía 48 jurisdicciones firmantes, posteriormente ampliadas a 56 jurisdicciones a comienzos de 2026.

				

				
					21	Artículo 9.- Principio de Legalidad y de Retroactividad 

					Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. (1969)

				

				
					22	Artículo 7.- No hay pena sin ley 

					1.	Nadie podrá ser condenado por una acción o una omisión que, en el momento en que haya sido cometida, no constituya una infracción según el derecho nacional o internacional. Igualmente, no podrá ser impuesta una pena más grave que la aplicable en el momento en que la infracción haya sido cometida.

					2.	El presente artículo no impedirá el juicio o la condena de una persona culpable de una acción o de una omisión que, en el momento de su comisión, constituía delito según los principios generales del derecho reconocido por las naciones civilizadas. (1950)

				

				
					23	La DAC8 se integra en la arquitectura europea de cooperación administrativa y debe coordinarse con otros instrumentos regulatorios de la Unión Europea, en particular con el Reglamento 2023/114 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de mayo de 2023, relativo a los mercados de criptoactivos.

				

				
					24	La DAC8 no se aplica dentro de la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal de la OCDE y del Consejo de Europa, ni de las cláusulas de intercambio de informaciones en los Convenios para evitar la Doble Imposición o en los acuerdos de intercambio de información tributaria, ni tampoco transforma por sí misma el funcionamiento de dichos convenios. En tanto que fuente normativa del ordenamiento jurídico supranacional de la Unión Europea, el ámbito propio de DAC8 es el mismo sistema DAC, o sea de asistencia mutua en materia fiscal, de la Unión Europea. Sin embargo, lo que DAC8 realiza dentro del espacio europeo muestra cómo podría evolucionar también el sistema multilateral global: la información sobre criptoactivos no solo debe ser objeto de un estándar internacional, sino incorporarse a un mecanismo jurídico de intercambio automático que imponga obligaciones claras a los sujetos reportantes y a las autoridades competentes.

				

				
					25	Ambos instrumentos exigen la comunicación de información relativa a la identidad de los usuarios, su residencia fiscal, los números de identificación fiscal y las operaciones realizadas, incluyendo adquisiciones, disposiciones, transferencias e intercambios entre criptoactivos.

				

				
					26	Sobre el alcance y las limitaciones de la DAC8, Nogueira destaca que DAC8 permite una introducción coordinada en el mercado interior del estándar CARF desarrollado por la OCDE, pero advierte que ambos instrumentos no coinciden plenamente en todos sus elementos. Asimismo, formula una evaluación crítica del régimen europeo, señalando problemas relativos a la definición de los sujetos obligados y de los operadores de criptoactivos, la insuficiente regulación de los supuestos de finanzas descentralizadas (DeFi), la excesiva dependencia de mecanismos de autocertificación por parte de los usuarios, la limitada utilidad fiscal de la información comunicada de manera agregada y la fuerte influencia de los estándares de prevención del blanqueo de capitales y del financiamiento del terrorismo, que en ocasiones aproximan DAC8 más a un instrumento de lucha contra la criminalidad financiera que a un mecanismo específicamente diseñado para satisfacer las necesidades propias de la cooperación administrativa tributaria. Véase especialmente a Nogueira (2025, secciones 2.2, 4.2.1, 4.3.3, 4.3.4.2, 5.4 y 6). 

				

				
					27	Véase a Naciones Unidas (2000). El artículo 2, letra b), define el concepto de serious crime como toda conducta constitutiva de delito sancionable con una pena máxima de privación de libertad de al menos cuatro años o con una pena más grave; el artículo 1 establece que la finalidad de la Convención es promover la cooperación para prevenir y combatir más eficazmente la delincuencia organizada transnacional.

				

				
					28	Véase a Naciones Unidas (1988). La Convención de Viena constituye uno de los primeros instrumentos universales que impuso a los Estados obligaciones de criminalización vinculadas al lavado de activos o blanqueo de capitales, aunque en su formulación originaria el delito se conectaba con los productos derivados del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas. Posteriormente, la Convención de Palermo amplió la lógica de criminalización del lavado de los productos del delito a un marco más general de delincuencia organizada transnacional mediante su artículo 6.

				

				
					29	Véase a Naciones Unidas (2003). La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (United Nations Convention against Corruption) es el único instrumento universal jurídicamente vinculante contra la corrupción y articula un marco integral basado en prevención, criminalización, cooperación internacional y recuperación de activos. La Convención parte de la constatación de que la corrupción tiene vínculos con otras formas de criminalidad, en particular la delincuencia organizada, la criminalidad económica y el lavado de activos, y subraya la necesidad de cooperación internacional y recuperación de activos frente a transferencias internacionales de bienes ilícitamente adquiridos. 

					La UNCAC no ofrece, por sí misma, un marco general de cooperación internacional contra la evasión fiscal. Su utilidad en esta materia aparece cuando la evasión fiscal se conecta funcionalmente con delitos de corrupción, lavado de activos, enriquecimiento ilícito, ocultación de bienes o recuperación de activos. En tales casos, especialmente cuando los criptoactivos se utilizan para ocultar o transferir beneficios derivados de corrupción o para dificultar la identificación del beneficiario último, los mecanismos de cooperación previstos por la UNCAC pueden complementar la cooperación fiscal y penal ordinaria.

				

				
					30	La relevancia de esta definición para los delitos fiscales depende de que la evasión fiscal sea calificada por el derecho interno como delito y alcance el umbral punitivo exigido por la convención, lo cual explica las dificultades de aplicar la noción de serious crime cuando la infracción tributaria requiere previamente la determinación de una deuda fiscal impagada.

				

				
					31	Esta exigencia puede resultar comprensible cuando la estructura del ilícito presupone la producción de un daño fiscal concreto, pero se vuelve menos adecuada frente a formas de evasión basadas en ocultación, omisión deliberada de información, uso de wallets auto-custodiadas, intermediarios no cooperativos o plataformas descentralizadas. En estos casos, el problema esencial no es siempre la prueba ex ante del impuesto efectivamente evadido, sino la creación de un riesgo grave para la capacidad de la Administración Tributaria de identificar la renta, el patrimonio o el beneficiario último.

				

				
					32	Artículo 9.- Principio de Legalidad y de Retroactividad 

					Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. (1969)

				

				
					33	Artículo 7.- No hay pena sin ley 

					1.	Nadie podrá ser condenado por una acción o una omisión que, en el momento en que haya sido cometida, no constituya una infracción según el derecho nacional o internacional. Igualmente no podrá ser impuesta una pena más grave que la aplicable en el momento en que la infracción haya sido cometida.

					2.	El presente artículo no impedirá el juicio o la condena de una persona culpable de una acción o de una omisión que, en el momento de su comisión, constituía delito según los principios generales del derecho reconocido por las naciones civilizadas. (1950)

				

				
					34	La experiencia comparada del lavado de activos o blanqueo de capitales demuestra que la construcción de un marco internacional común no ha eliminado las diferencias nacionales en la configuración típica, en los delitos precedentes, en la autonomía del lavado respecto del delito fuente, en el tratamiento del auto-blanqueo, en los estándares probatorios ni en los regímenes sancionatorios.

					En el Perú, el artículo 10 del Decreto Legislativo 1106, de 19 de abril de 2012, afirma la autonomía del delito de lavado de activos respecto de la actividad criminal precedente. Esta autonomía puede considerarse jurisprudencialmente consolidada a partir de la Sentencia Plenaria Casatoria 1-2017/CIJ-433, de 11 de octubre de 2017, mediante la cual la Corte Suprema de Justicia de la República estableció como doctrina legal vinculante que el lavado de activos constituye un delito autónomo y que no resulta necesaria una previa condena ni la plena acreditación de un delito fuente específico, aunque sí debe demostrarse suficientemente la existencia de una actividad criminal generadora de los bienes.

					Otros ordenamientos muestran soluciones diferentes. En Brasil, la Ley 12.683/2012 modificó la Ley 9.613/1998 y sustituyó el anterior sistema de delitos antecedentes tasados por una referencia amplia a bienes, derechos o valores provenientes, directa o indirectamente, de cualquier ‘infracción penal’. En Chile, por el contrario, la Ley 19.913 conserva un modelo basado en un catálogo de delitos base previsto en su artículo 27, aunque dicho catálogo incluye determinados delitos tributarios. En Argentina, la Ley 26.683 incorporó el artículo 303 del Código Penal, que tipifica el lavado respecto de bienes provenientes de un ilícito penal, con una técnica distinta tanto del modelo brasileño como del modelo chileno y peruano.

					También en Europa subsisten diferencias relevantes. En España, el artículo 301 del Código Penal sanciona el blanqueo de bienes procedentes de una actividad delictiva, incluso cuando dicha actividad haya sido cometida por el propio autor, y la STS 974/2012, de 5 de diciembre, admitió la posibilidad de considerar el delito fiscal como delito antecedente del blanqueo, en particular respecto de la cuota tributaria defraudada. En Italia, el artículo 648-bis del Código Penal regula el riciclaggio fuera de los casos de concurso en el delito precedente, mientras que el artículo 648-ter.1, introducido por la Ley 186/2014, tipifica autónomamente el autoriciclaggio. La técnica italiana es especialmente relevante porque ambas figuras se articulan alrededor de conductas idóneas para obstaculizar la identificación de la procedencia delictiva de los bienes, lo que permite leerlas funcionalmente como formas de tutela anticipada o ilícitos de peligro concreto, aunque esta calificación dogmática no sea necesariamente uniforme en todos los ordenamientos.

				

				
					35	En este sentido, la convergencia internacional impulsada por los estándares FATF, la Convención de Palermo y los instrumentos contra la corrupción ha permitido construir un lenguaje común y mecanismos de cooperación en materia de lavado de activos, pero no ha suprimido las diferencias internas sobre delitos precedentes, autonomía del lavado, auto-blanqueo, sanciones y estándares probatorios. 

				

				
					36	Eso demuestra que, para la presente propuesta, también sería posible construir una categoría internacional funcional de evasión fiscal grave, capaz de activar mecanismos comunes de cooperación administrativa y penal sin imponer una definición penal uniforme ni eliminar los umbrales internos de punibilidad de cada Estado.

				

				
					37	Véase a FATF (2020). El informe, elaborado a partir de más de 100 estudios de caso recopilados por la Red Global del FATF, identifica indicadores de riesgo (red flag indicators) vinculados al uso de activos virtuales y proveedores de servicios de activos virtuales (VASPs), incluyendo señales relacionadas con anonimización, utilización de mezcladores (mixers o tumblers), transacciones peer-to-peer, patrones transaccionales inusuales, riesgos geográficos, perfiles de remitentes y destinatarios y discrepancias entre el volumen de operaciones y el perfil económico del usuario. El FATF destaca expresamente que estos indicadores pueden revelar operaciones vinculadas, entre otros fenómenos, al lavado de activos, fraude, evasión fiscal, cibercriminalidad y evasión de sanciones internacionales. Los activos virtuales pueden ser utilizados para lavar ganancias procedentes de diversos delitos, incluidos fraude, evasión fiscal, ciberataques, evasión de sanciones y otros comportamientos ilícitos. Dichos indicadores pueden ayudar a identificar y comunicar operaciones sospechosas.

				

				
					38	Por ejemplo, podrían constituir indicadores relevantes la utilización reiterada de wallets auto-custodiadas no declaradas, la fragmentación de operaciones entre múltiples direcciones, la conversión sistemática entre distintos criptoactivos sin justificación económica aparente, el uso de exchanges no cooperativos, la transferencia de activos hacia jurisdicciones con débil implementación de CARF, la utilización de protocolos descentralizados para evitar proveedores reportantes identificables, o la incoherencia entre el volumen de transacciones y la capacidad económica declarada por el contribuyente.

				

				
					39	Este sistema está incorporado al mecanismo de la directiva sobre asistencia mutua en materia tributaria y se conoce normalmente como la DAC6, por el número de la modifica a esa directiva.

				

				
					40	Como, por ejemplo, la utilización de wallets auto-custodiadas para desvincular activos del sistema financiero regulado, la fragmentación de operaciones entre múltiples direcciones, el empleo de plataformas extranjeras o exchanges no cooperativos, la utilización de protocolos descentralizados para evitar intermediarios identificables, o la conversión reiterada entre criptoactivos para dificultar la reconstrucción de plusvalías.
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Cuadro 3:

Escenarios de divergencia entre el Tribunal Fiscal, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional

élﬂm Tribunal Fiscal Poder Judicial Tribunal Constitucional
EExpropiacion esté gravada con el impuesto a la renta?
s " Expediente 00319-2013-PA/TC
Resolucién 11339-3-2015 C““'i’;:;gfgzzs?ﬁm"“a {caso Sociedad Agricola
v ima San Agustin S.A.)
Posicién

El justiprecio pagado por la expropia-
cién de un bien se encuentra gravada
con el impuesto a la renta.

El justiprecio pagado por la expropia-
cién de un bien se encuentra gravada
con el impuesto a la renta.

El justiprecio pagado por la expro-
piacién de un bien no se encuen-
tra gravada con el impuesto a la
renta

Suspensién de la prescripcién de la obligacién tributaria

ROO 00549-Q-2024

Precedente Judicial
11947-2022-Lima

Expediente 2051-2016-AA/TC
(caso Paramonga)

Si en un procedimiento de impug-
nacién se declara la nulidad de los
valores o del procedimiento con el
que se emitieron, la suspensién del
cémputo del plazo de prescripcion
solo operard durante los plazos le-
gales aplicables para resolver dichos
recursos.

La regla del Decreto Legislativo 1311
(la suspensién opera solo dentro
de los plazos legales para resolver)
se aplica a todas las reclamaciones
interpuestas a partir de su vigencia
(31.12.2016). No condiciona esta
aplicacién a que se haya declarado
Ia nulidad de los valores o del proce-
dimiento de fiscalizacién.

Inaplica la suspensién indefinida
de la prescripcién por considerarla
una mora administrativa inconsti-
tucional, ordenando que todo ex-
ceso del plazo legal para resolver
compute a favor del contribuy:
te, sin importar la fecha de inicio
del reclamo ni condicionarlo es-
trictamente a una nulidad.

Inicio del cémputo del plazo prescriptorio de la accién para cobrar deudas tributarias aduaneras antes de la modificacién

del Decreto Legislativo 1433

Uniforme jurisprudencia
del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial
7275-2021-Lima

Expediente 04068-2023-PA/TC
(caso Kallpa S.A)

El plazo prescriptorio de la facultad
dela Administracién para determinar
la obligacién tributaria (aduanera) y
aplicar sanciones, asi como para exi-
gir el pago de estas se iniciaba de for-
ma simulténea o en conjunto.

La facultad de la Administracién para
determinar la obligacién tributaria
(aduanera) y aplicar sanciones, asi
como para exigir el pago de estas,
no acontece de forma simulténea,
sino en dos momentos diferentes e
identificables; por lo que el inicio del
cémputo del plazo prescriptorio de
ambas facultades se realiza de for-
ma secuencial, inclusive antes de la
modificacién realizada por el Decreto
Legislativo 1433.

El Tribunal Constitucional aclara
que la configuracién primigenia
del articulo 155 de la Ley General
de Aduanas establecia un esque-
ma de cémputo simulténeo (o
conjunto). Sin embargo, tras la
modificacién mediante el Decre-
to Legislativo 1433, se pasé a ré-
gimen de cémputo secuencial o
diferenciado.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 6

Tributos donde hay retencién en la fuente cuando el hecho imponible ocurra:
@ En Perti, en o a partir de: En otros Estados, en o a partir de:

Perd-Brasil Pendiente de determinar en funcién a la ratificacion del MLI por Brasil.
Perd-Canada 01/01/2026 01/01/2026

Peri-Chile 01/01/2026 01/01/2026
Peri-Corea 01/01/2026 01/01/2026
Peri-México 01/01/2026 01/01/2026
Perd-Portugal 01/01/2026 01/01/2026

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 9: Esquema ‘mixto’ en el régimen infraccional aduanero

-
Hechos y circunstancias (articulo 194 LGA)

Al aplicar las sanciones se debe tener en cuentalos hechos y
las circunstancias que se hubiesen presentado respecto a la
comision dela infraccién y la reincidencia, de tal manera que
Ia sanci6n a imponerse sea proporcional a la gravedad de la
infraccion cometida. El Reglamento establece los lineamien-
tos generales para la aplicacidn de lo dispuesto en el pérrafo

precedente.

Determinacién de Determinacién de Lineamientos (articulo 248 RLGA)
la infraccién — lamulta { J

) La gravedad del dafio o perjuicio econmico causado.
\ J [\ ) < | b tascircunstancias de la comisién de la infraccién.
Y Y ©) La existencia 0 no de intencionalidad en la conducta del

infractor.
d) La subsanacién voluntaria de Ia conducta infractora.
&) Reincidencia dentro del plazo establecido.

) La categoria del operador de comercio exterior infractor.
£) La condicion de operador econémico autorizado del

infractor.
h) Elimpacto de la comi

aduanero.
i) Laimposibilidad de graduar la sancién.

Los lineamientos son aplicados de manera conjunta o alterna-
tiva, de acuerdo con lo establecido por la autoridad aduanera
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Figura 3: Representacion grafica del Informe 168-2005-SUNAT/2B0000

Declaratoria
- de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
Lo sucesién in- - Cada uno de los herederos adquiere (a
divisa _adquiere prorrata) en la fecha de la declaratoria de
en la fecha del herederos o la inscripcién del testamento.
fallecimiento del - El Decreto Supremo 086-2004-EF no otorga
causante. efecto especial a la adjudicacién judicial 0
- Informe  168- extrajudicial de los bienes a los herederos,
2005-SUNAT/ por lo que se mantiene la fecha de adqui-
2B0000. sicién a la declaratoria de herederos o la

inscripcién del testamento.
- Informe 168-2005-SUNAT/2B0000.

Fuente: Elaboracién propia.
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Cuadro 4

col ¢Es CDI cubierto para Peri? if'eﬂ::::::ogm RElulhd:; :.:Ir:n r;;diﬁﬂdg

Peri-Brasil si si si
Peri-Canada si si si
Perd-Chile si si si
Peri-Corea si si si
Perd-Japon®s No No No
Peri-México si si si
Peru-Portugal si si si
Pert-Reino Unido® No No No
Peri-Suiza si No No

Fuente: Elaboracion propia
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Cuadro 7

Tributos donde no hay retencién en la fuente para los impuestos aplicables por periodos que

i En Pert, en o a partir de: En otros Estados, en o a partir de:
Perd-Brasil Pendiente de determinar en funcion a la ratificacion del MLI por Brasil.
Peri-Canadi 01/01/2027 01/04/2026
Peri-Chile 01/01/2027 01/01/2027
Peri-Corea 01/01/2027 01/04/2026
Peri-México 01/01/2027 01/01/2027
Perd-Portugal 01/01/2027 01/04/2026

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 1: Normas relevantes del sector telecomunicaciones vigentes al 1 de enero de 2026

TUO de la ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 013-93-TCC)

Articulo 60.- La utilizacion del espectro radioeléctrico dard lugar al pago de un canon que deberan satisfacer los titulares de
estaciones radioeléctricas, emisoras y de las meramente receptoras que precisen de reserva radioeléctrica. El reglamento
respectivo seffalard los montos y formas de pago a propuesta del Ministerio de Transportes, Comunicaciones Vivienda y
Construccién, los que serén aprobados mediante Decreto Supremo.

Articulo 101.- Los ingresos recaudados por concepto de derechos, tasas, canon y multas, luego de la aplicacién a los fines
especificos que se considera en esta Ley, serén destinados exclusivamente al desarrollo de las telecomunicaciones, al control
y monitoreo del espectro radioeléctrico y a sufragar las obligaciones contraidas con los organismos internacionales de tele-
comunicaciones.

TUO del Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 020-2007-MTC)

Articulo 137.- Causales de resolucién del contrato
El contrato de concesién se resuelve por:
[

6. Incumplimiento del pago del canon por dos (2) afios calendario consecutivos, salvo que cuente con fraccionamiento vigen-
te 0 se haya dejado en suspenso la exigibilidad de las obligaciones econdmicas conforme a lo establecido en la Ley General
del Sistema Concursal.

Articulo 231.- Canon anual
El canon anual que deben abonar los titulares de concesiones o autorizaciones por concepto del uso del espectro radioeléc-
trico, se calcula aplicando los porcentajes que se fijan a continuacién sobre la UIT, vigente al primero de enero del afio en que
corresponde efectuar el pago

[

a) Sistema de transmisién analdgico.

Por cada estacién terrestre o satelital que utilice sistemas multicanales por frecuencia de transmisién y por capacidad insta-
lada del sistema:
Hasta 12 canales
]

a) Servicio telefénico mévil, servicio de comunicaciones personales y teleservicio mévil de canales mltiples de seleccién
automética (troncalizado).

Se aplica la siguiente férmula:

C=CAB x NF x CA x CPB x CPZ x FS x PO — CEI

Donde:

C: es el canon anual por el uso del espectro radioeléctrico

CAB: es el coeficiente de ancho de banda

NF: es el nimero de bandas, sub-bandas y canales de frecuencias asignados conforme a las canalizaciones respectivas, para
la prestacién del servicio en una zona determinada

CA: es el coeficiente de 4rea

CPB: es el coeficiente de ponderacién por bandas de frecuencias

CPZ: es el coeficiente de ponderacién por zona

FS: es el coeficiente de participacién por servicio

PO: es el presupuesto objetivo

CEI: es el coeficiente de expansion de infraestructura y/o mejora tecnoldgica de la infraestructura

Los factores y conceptos de la férmula general para la determinacién del Canon se detallan y actualizan conforme el Anexo I
del presente Decreto Supremo |.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 2:

Escenarios de divergencia entre el Tribunal

Organo Tribunal Fiscal Poder Judicial o Tribunal Constitucional
Intereses moratorios capitalizados
ROO 21480-9-2011 Precedente Judicial 6619-2021-Lima
La base de célculo de los intereses moratorios previstos por | No corresponde la capitalizacion de intereses, por-
el articulo 33t del Cédigo Tributario correspondiente a las | que implica un incremento excesivo de la deuda
Posicion | deudas generadas antes de la entrada en vigencia del De- | tributaria y transgrede los principios de no confisca-

creto Legislativo 969, entre el 25 de diciembre de 2006 y
el 15 de marzo de 2007, esta constituida por el monto del
tributo impago que incluye la capitalizacion de intereses
efectuada al 31 de diciembre de 2005.

toriedad y razonabilidad.

Intereses moratorios aplicables a

pagos a cuenta

ROO 05359-3-2017

Precedente Judicial 4392-2013-Lima®

Corresponde la aplicacién de intereses moratorios y sancio-
nes por los pagos a cuenta del impuesto a la renta, en caso
de que con posterioridad al vencimiento o determinacién
de la obligacién principal se hubiera modificado la base de
célculo del pago a cuenta o el coeficiente aplicable o el siste-
ma utilizado para su determinacion por efecto de la presen-
tacién de una declaracién jurada rectificatoria o e la deter-
minacién efectuada sobre base cierta por la Administracién.

No procede aplicar intereses moratorios a los pagos
a cuenta que fueron realizados oportunamente, aun
cuando el monto pagado resulte menor luego de
efectuar una declaracién jurada rectificatoria que
modifique el coeficiente aplicable para su célculo

Adi

ién de medios probatorios extemporaneos

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 00546-2022-Lima

No corresponde evaluar medios probatorios presentados
extempordneos que no se encuentren dentro de los su-
puestos de excepcién establecidos en los articulos 141° y
148* del Cédigo Tributario.

En cualquier estado del procedimiento adminis-
trativo, corresponde a la autoridad administrativa
incorporar de oficio las pruebas que consideren
necesarias para el esclarecimiento de los hechos y
alcanzar la verdad material, aun cuando estas sean
extemporaneas.

Retroactividad benig

na

ROO 08829-9-2024

Precedente Judicial 11947-2022-Lima

No procede aplicar retroactivamente la modificacin intro-
ducida al numeral 1 del articulo 178 del Codigo Tributario
por el Decreto Legislativo 1311 a infracciones cometidas
antes de su entrada en vigencia (se privilegia la fecha de
infraccién, no de notificacién de la resolucién ministerial)

Envirtud del principio de aplicacién inmediata de la
norma, corresponde la aplicacién del Decreto Legis-
lativo 1311 respecto de aquellos casos en los que la
resolucién ministerial no se ha notificado con ante-
rioridad a la vigencia de la citada norma (toda vez
que no se encontraria en trémite ni ejecucion).

Certificados de re:

jencia para gozar de beneficios de convenios para evitar la doble imposicién

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 08380-2021-Lima
y Casaciones 17959-2021-Lima, 22414-2021-Lima
y32926-2025-Lima

Se exige la tramitacién del certificado de residencia del no
domiciliado aa fecha en que se efectde la retencién del im-
puesto, caso contrario, no resultan aplicables los beneficios
delos convenios.

Los beneficios de los convenios no estén condicio-
nados a poseer el certificado de residencia al mo-
mento exacto de la retencién, debido a que dicho
requisito formal no esta contemplado en los propios
convenios.

Naturaleza de los derechos antidumping

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 00079-2023-Lima

De acuerdo con el articulo 46° del Decreto Supremo 006-
2003-PCM, los derechos antidumping son multas, por lo
que no resultan deducibles para efectos del impuesto a la
rente, ni pueden formar parte del costo.

La naturaleza juridica de los derechos antidumping,
expuesta en el texto original del articulo 46 del De-
creto Supremo 006-2003-PCM, no constituye multa,
porlo que dichos derechos si resultan ser deducibles
para el impuesto a la renta.

Suspensién del plazo de prescripcién en fiscalizacién sobre precios de transferencia

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 17824-2023-Lima

Para las fiscalizaciones relacionadas a normas de precios de
transferencia, no es de aplicacién el plazo de fiscalizacién
y. por ende, tampoco resultan de aplicacién los supuestos
de suspensién del plazo de fiscalizacién, por ende, tampoco
podré configurarse la causal de suspensién del cémputo del
plazo de prescripcién prevista en el inciso f) del numeral 1
del articulo 467 del Cédigo Tributario.

En Ia fiscalizacin parcial y/o definitiva en que se
aplican las normas de precios de transferencia, re-
sulta aplicable la suspensién del plazo de fiscaliza-
cién regulada por el numeral 6 del articulo 62-A° del
Cédigo Tributario, respetando el plazo razonable.

Resoluciones del Poder Judicial no vinculan al

Tribunal Fiscal y a la SUNAT

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 16618-2023-Lima

I Tribunal Fiscal sefiala que las casaciones y precedentes
emitidos por el Poder Judicial solo son vinculantes para los
6rganos jurisdiccionales conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial, el Cédigo Procesal Civily la
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo.

Las sentencias casatorias crean un precedente legal
que establece un esténdar que deben aplicar otros
érganos jurisdiccionales, asf como los tribunales ad-
ministrativos y la Administracién Pablica, dados sus
alcances en materia contencioso-administrativa.

Resoluciones del Poder Judicial que son de obligatorio cumpl

limiento para el Tribunal Fiscal y la SUNAT

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 26385-2023-Lima

I Tribunal Fiscal seftala que las casaciones y precedentes
emitidos por el Poder Judicial solo son vinculantes para los
6rganos jurisdiccionales conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial, el Cédigo Procesal Civily la
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo.

La aplicacién de los precedentes judiciales garantiza
los principios de igualdad y predictibilidad mediante
una interpretacién juridica uniforme para casos ans-
logos. Asimismo, por la solidez y autoridad de la Sala
Suprema del Poder Judicial, estos criterios vinculan-
tes son de obligatorio acatamiento para la adminis-
tracién publica y los tribunales admi

Cémputo de plazo prescriptorio en devolucién de pagos indebidos o en exceso

Posicién

ROO 06832-2-2004

Casaciones 27657-2019-Piura®

El cémputo del plazo prescriptorio para solicitar la devolucién
por los créditos por pagos en exceso o indebidos se generan
en el momento en que se efectifan, esto es, en el momento
en que el contribuyente, por error, paga una suma no adeuda-
da por concepto de un tributo respecto del cual se encuentra
gravado, pero en ninglin caso, desde que el propio contribu-
yente o la Administracién determinan correctamente la obli-
gacién tributaria, pues dicha determinacién puede efectuarse
con posterioridad, criterio que se sustenta en lo dispuesto por
el numeral 5 del articulo 44 del Cédigo Tributario.

El cémputo del plazo prescriptorio para solicitar la
devolucién de los créditos por pagos en exceso o
indebidos se generan en el momento en que devie-
nen en indebidos.

io de cémputo de plazo de prescripcién para exigir el pago de la deuda

Posicién

ROO 09789-4-2017

Expediente 00004-2019-PI/TCH

Para las obligaciones nacidas antes de la vigencia del Decre-
to Legislativo 1113 (es decir, antes del 28 de septiembre de
2012), los plazos de prescripcién para determinar la deuda
y para exigir el pago se iniciaban conjuntamente (en simul-
taneo), no resultando aplicable el numeral 7 del articulo

Se valid la legalidad de la Primera Disposicién Com-
plementaria Transitoria del Decreto Legislativo 1421.
El Tribunal Constitucional precisé que aplicar el nue-
Vo inicio de la prescripcion (desde la notificacién del
valor) a casos antiguos que ain estaban en trémite y

442 del Cédigo Tributario. Asimismo, se precisé que una vez
iniciado el plazo prescriptorio, este no podia ser modificado
por una norma posterior.

que todavia no habian preserito no constituye una
aplicacién retroactiva de la norma. A partir de ello,
seffalaron que el plazo prescriptorio de la accién de
cobro no es simulténeo, sino que es independiente
y posterior al de la accién de determinacién, ya que
juridicamente es imposible exigir el cobro de una
deuda tributaria que atin no ha sido emitida, notifi-
cada y cuantificada.

Fuente: Elaboracién propia
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igura 4: Representacién gréfica de la interpretacién del Decreto Supremo 086-2004-EF hecho
por la Corte Suprema en la Casacién 17472-2023-LIMA

Declaratoria
o de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
! >
Lo sucesién in- - Cadaunodeloshe- - Adjudicado el
divisa _adquiere rederos adquiere  inmueble, la su-
en la fecha del (a prorrata) en lacesin indivisa se
fallecimiento del fechadeladeclara-  extingue.
causante. toria de herederos - Ante el silencio
- Decreto Supremo o la inscripcién del del Decreto Su-
086-2004-EF, nu- testamento. premo 086-2004-
meral 2 - Decreto Supremo EF, se aplica el
086-2004-EF,  nu- articulo 660 del
meral 3 Cédigo Civil.

Fuente: Elaboracién propia.
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Tabla 2

Norma / Resolucién

Legislador

Mas garantista para el
contribuyente

Decreto Legislativo 1311 y Exposicién de Motivos

La norma no condiciona la regla de la suspensién a ningdn caso en concreto; sin
embargo, en la Exposicién de Motivos sf hace referencia a un caso concreto: cuan-
do'se ha excedido el plazo para resolver el recurso e reclamacién o apelaciény se
declara la nulidad del acto reclamado.

Tribunal
Constitucional

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 02051-2016-PA/TC (caso Industrial Paramonga
SAC)

No condiciona la regla de que la suspensién opera durante los plazos legales para
resolver los recursos impugnatorios tnicamente a los casos en los que se declaré
nulidad de los actos administrativos. Por el contrario, su razonamiento tiene un
alcance general.

Tribunal Fiscal

Menos garantista para
el contribuyente

Resolucién del Tribunal Fiscal 00549-Q-2024

La suspensién operard solo durante los plazos méximos para resolver el recurso de
reclamacin y apelacién, Gnicamente cuando en el procedimiento se haya decla-
radola nulidad del acto administrativo (precedente de observancia obligatoria).

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 3

Estado con CDI con Perii

Celebracién del MLI

Ratificacién del ML

Brasil 20/10/2025 Pendiente
Canada 07/06/2017 29/08/2019

Chile 07/06/2017 26/11/2020
Repiiblica de Corea 07/06/2017 13/05/2020
Japon 07/06/2017 26/09/2018
México 07/06/2017 15/03/2023
Portugal 07/06/2017 28/02/2020
Reino Unido 07/06/2017 29/06/2018
Suiza 07/06/2017 29/08/2019

Fuente: Elaboracién propia
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Graéfico 2:

Digitalizacién de procesos

Sector Publico "

| sector Privado

Automatizacin

- Interoperatividad

Estandarizacion de procesos y trémites
Documentos digitales o digitalizados

Plataformas electrdnicas
Mecanismos de seguridad y
validacién

Mecanismos y medios
electrénicos
Interconectividad

- Gestion transversal del riesgo

Cambio de matriz de riesgos - Impactos Operador Econémico Autorizado

- Mecanismos alternativos a la inspeccion fisica

Politicas de Gobierno Digital

Virtual

cién de procedimientos

- Ventanillas virtuales
Expedientes electrénicos

i ehoras b Tk

- Informes orales virtuales





OEBPS/image/Marroquin_cuadro_6.jpg
Cuadro 6:

Escenarios de indeterminacién entre el Tribunal Fiscal y el Poder Judi

Grgano

Tribunal Fiscal

Poder Judi

o Tribunal Constitucional

Naturaleza de la participacién del asociado de una a

sociacién en participacién

ROO 02398-11-2021

I Tribunal Fiscal sostiene que la participacién entregada al aso-
ciado constituye dividendos u otra forma de participar en las
utilidades. En tal sentido, estard o no gravada con el impuesto
seglin quien sea el asociado.

La Corte Suprema todavia no ha emitido pro-
nunciamiento sobre dicho tépico.

Intereses moratorios aplicables a los pagos a cuenta del aporte al derecho especial destinado al Programa Nacional

de Telecomunicaciones

Posicion

ROO 04777-12-2023

El interés moratorio aplicable a los pagos a cuenta del aporte al
Programa Nacional de Telecomunicaciones se calcula exclusiva-
mente utiizando la Tasa de Interés Moratorio (TIM) aprobada
por la SUNAT, conforme al articulo 33 del Cédigo Tributario. Por
lo tanto, debe inaplicarse el articulo 239 del Reglamento Ge-
neral de la Ley de Telecomunicaciones, al contravenir una dispo-
sicién jerarquica superior.

La Corte Suprema todavia no ha emitido pro-
nunciamiento sobre dicho tépico.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 2

MC OCDE del 2017

Documentos del Proyecto BEPS

Materia

Nuevo Preémbulo Accion BEPS 6 Lucha contra practicas de Treaty Shopping
Articulo1(2) y (3) Accion BEPS 2 Entidades hibridas
Articulo 3 (1) (i) Accidn BEPS 6 Fondos de pensiones reconocidos
Articulo 3 (2) Accién BEPS 14 Interpretacion por autoridades competentes
Articulo 4 (1) Accion BEPS 6 Fondos de pensiones como residentes
Articulo 4 (3) Accion BEPS 2y 6 Regla corporativa tie-break
Articulo 5 (4) (f), (5), (6) y (8) Accidn BEPS 7 Definicion de establecimiento permanente
Articulo 8 Accidn BEPS 2 Eliminacién de lugar de direccion efectiva
Articulo 10 (2) (a) Accion BEPS 6 Transferencia de dividendos
Articulo 13 (3) Accion BEPS 2 Transporte internacional
Articulo 13 (4) Accion BEPS 6 Transferencia de acciones
Articulo 23 A Accidn BEPS 6 Meétodo de exencion
Articulo 23 B (1) Accidn BEPS 6 Método del crédito
Articulo 25 (1) y (5) Accion BEPS 6 Procedimiento de acuerdo mutuo
Articulo 29 Accion BEPS 6 Otorgamiento de beneficios (entitlement to benefits)

Fuente: Elaboracién propia a partir de Hattingh (2020, p. 186)
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Tabla 3

Posicién

Norma / Resolucién

Legislador

Menos favorable para el
contribuyente

Decreto Legislativo 981

La declaracién de nulidad del acto administrativo no afecta la suspensién
del plazo de prescripcién que se da durante el procedimiento contencioso-
tributario o de la demanda contencioso-administrativa vinculada a dicho acto.

Menos favorable para el
contribuyente

Resolucién 00161-1-2008

Se suspende el plazo prescriptorio durante la tramitacién del procedimiento
contencioso-tributario en el que se declara la nulidad de la resolucién de de-
terminacién o de multa (precedente de observancia obligatoria).

Tribunal
Constitucional

Més favorable para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 04068-2023-PA/TC (caso Kallpa Genera-
ciénS.A)

La suspensién del plazo de prescripcién durante la tramitacién del procedi-
miento contencioso-tributario tnicamente resulta constitucionalmente legi-
tima cuando el procedimiento contencioso-tributario concluye confirmando
la validez de los actos administrativos cuestionados y no cuando se declara la
nulidad de los mismos.

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1:

Ley 20816 (22.12.2011)

Se sustituye el nombre de la entidad SUNAT por Superintendencia Nacional de Aduanas y
de Administracion Tributaria

Ley 20073 (24.12.2012)

Se incorpora en la lista de inafectaciones al pago de derechos arancelarios a los vehiculos
especiales o las tecnologias de apoyo, dispositivos y ayuda compensatoria para el uso ex-
clusivo de personas con discapacidad

Ley 30131 (19.12.2013)

Medidas sobre disposicion de mercancias por parte de la aduana

Ley 30230 (12.07.2014)

Disposiciones sobre obligaciones de los agentes de aduana, aplicacion de intereses morato-
fios, destruccion de documentos relacionados con los despachos aduaneros

Ley 30296 (31.12.2014)

Disposiciones sobre comiso de mercancias, precisiones sobre consultas particulares en
materia aduanera derivadas del Codigo Tributario

Ley 30498 (08.08.2016)

Se incorpora en la lista de inafectaciones a las donaciones efectuadas a favor de las enti-
dades del sector publico

Ley 31974 (11.01.2024)

Autorizacion excepcional para disponer de mercancias por parte de la aduana

Fuente: Elaboracion propia
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Cuadro 4:

Escenarios de convergencia entre el Tribunal Fiscal y el Poder Judi

Organo Tribunal Fiscal Poder Judicial o Tribunal Constitucional
Intereses moratorios por pagos a cuenta (nuevo criterio del Poder Judicial)
ROO 05359-3-2017 Precedente Judicial 6619-2021-Lima
Corresponde la aplicacién de intereses moratorios y san- | Corresponde el cobro de intereses moratorios a los pa-
ciones por los pagos a cuenta del impuesto a la renta, | gos a cuenta del impuesto a la renta, cuando los mis-
en caso de que con posterioridad al vencimiento o deter- | mos no fueron efectuados en la forma y el integro del
Posicién | minacién de la obligacién principal se hubiera modifica- | monto que corresponda en cada oportunidad.
do la base de célculo del pago a cuenta o el coeficiente
aplicable o el sistema utilizado para su determinacién
por efecto de la presentacién de una declaracién jurada
rectificatoria o de la determinacidn efectuada sobre base
cierta por la Administracién.
Compensacién de créditos
ROO 08679-3-2019 Casaciones 14133-2014-Lima, 3727-2016-Lima
yotras
| De acuerdo con el articulo 40 del Cédigo Tributario, el | La norma no prohibe que el contribuyente pueda soli-
Posicién i 4 .
contribuyente puede compensar a solicitud de parte, el | citar una compensacién de los saldos a su favor, con las
saldo a favor del impuesto a la renta contra otras deudas | deudas que coexistan en ese momento. La Administra-
que administre la SUNAT, distintas a pagos a cuenta. ci6n se encargaré de comprobar, verificar y/o fiscalizar
el mencionado saldo a favor.
Renuncia técita a la prescripcién ya ganada por presentacion de fraccionamiento
Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal Precedente Judicial 21690-2019-Lima
El acogimiento a fraccionamientos que incluyan tributos | Las reglas de prescripcién del Cédigo Civil no resultan
| y periodos ya prescritos no constituye causal que deter- | aplicables a las obligaciones tributarias, en la medida
Posicién | mine la pérdida del referido derecho, el que, de acuerdo | en que se trata de &mbitos normativos distintos.
con el articulo 48% del Codigo Tributario, puede oponerse
en cualquier estado del procedimiento administrativo o
judicial.
Los Tribunales Administrativos se encuentran prohibidos de aplicar control difuso de constitucionalidad
R —— Expediente 04293-2012-PA/TC
(caso Consorcio Requena)
El Tribunal Fiscal, en concordancia con el precedente del | Conceder facultades a los tribunales administrativos
Tribunal Constitucional, dejé de ejercer control difuso | para ejercer el control difuso lleva a quebrar el equi-
Posicién | —especialmente en materia de tributacion municipal- y | librio entre democracia y constitucionalismo, al permi-

formalizé esta posicién mediante el Acuerdo de Sala Ple-
na2014-12.

tir que quien por imperio de la Constitucién no posee
legitimidad directa y expresa pueda hacer ineficaces
las normas juridicas vigentes. Se dejé sin efecto el pre-
cedente vinculante contenido en la Sentencia 03741-
2004-Al/TC.

No existe controver

contribuyent rectifica declara

n jurada aceptando los reparos de la Administracién

Posicién

ROO 07308-2-2019

Precedente Judicial
03158-2022 Lima

Si el contribuyente rectifica su declaracién jurada acep-
tando las observaciones acotadas por la Administracién
Tributaria, y esta emite resoluciones directorales confor-
me a lo rectificado, tales observaciones no constituyen
reparos y, por tanto, no son susceptibles de controversia
(no pueden impugnarse).

La declaracién jurada rectificatoria que recoge las ob-
servaciones de una fiscalizacién constituye un acto vo-
luntario del contribuyente con plenos efectos juridicos.
Por ello, la posterior resolucién directorial que forma-
liza dicha informacién no contiene ningtn reparo que
pueda ser materia de controversia.

Fuente: Elaboracién propia
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Gréfico 2: Mecanismo de trans
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Fuente: Elaboracién propia a partir de Mankiw (2021).
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Gréfico 1: Presién tributaria y evasién en paises de la regién, PBI
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Cuadro 5:

Escenarios de convergencia entre el Tribunal Fiscal, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional

Grgano Tribunal Fiscal Poder Judicial Tribunal Constitucional
Intereses moratorios por exceso de plazo legal
Uniforme jurisprudencia
del Tribunal Fiscal emitida a Precedente Judicial Expediente 03525-2021-PA/TC
partir de la publicacién de la 6619-2021-Lima (caso Maxco)
Sentencia 03525-2021-PA/TC.
La Administracién Tributaria, se encuentra
prohibida de aplicar intereses moratorios
Posicién | No corresponde Ia aplicacidn | COesPonde 1a suspension de | luego de que se haya vencido el plazo legal

de intereses moratorios cuan-
do la Administracién excedi
los plazos legales para resolver
los recursos impugnatorios
presentados.

intereses moratorios devenga-
dos por la demora en resolver los
recursos impugnatorios en sede
administrativa, por vulnerar los
principios de razonabilidad y no
confiscatoriedad

para resolver el recurso administrativo, con
prescindencia de la fecha en que haya sido
determinada la deuda tributaria y con pres-
cindencia de la fecha que haya sido interpues-
to dicho recurso, a menos de que pueda pro-
bar objetivamente que el motivo del retraso
es consecuencia de la acreditada conducta de
mala fe o temeraria del administrado.

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla

leterogeneidad de Costos Logisticos en Cuencas Amazénicas

Cuencas fluviales
de la selva®

Funcién de costo
(5/ton)

Interpretacion econémica

Interpretacion tributaria

Rio Amazonas

Sy=64.6+0.29(4$

Friccién moderada: el bajo costo
marginal ($\beta = 0.295) permi-
te economias de escala y facilita
transacciones de mayor volumen.

Los costos logisticos marginales son relati-
vamente bajos; por ende, el cumplimiento
territorial resulta viable y el incentivo tri-
butario puede traducirse en inversién real y
expansién productiva.

Rio Momén

Sy=83.1+121(4$

Friccién severa: la pendiente ele-
vada ($\beta = 1.215) cuadruplica
el costo respecto del eje principal,
haciendo ineficiente el comercio
de larga distancia.

Los costos logisticos marginales son eleva-
dos; por ende, el Régimen actia como una
barrera indirecta de acceso. Las empresas
quedan excluidas no por incumplimiento fis-
cal, sino por inviabilidad econdmica.

Rio Tigre

Sy=-383.4+1.30()%

Falla de mercado: los costos
marginales son prohibitivos ($\
beta = 1.303), por lo que operar
exclusivamente en esta cuenca sin
soporte externo resulta inviable.

Los costos logisticos marginales son prohi-
bitivos; por ende, el beneficio tributario es
materialmente inaccesible  la presion fiscal
efectiva se incrementa en lugar de aliviarse.

Rio Napo

Sy=1745+029(x)$

Barrera de entrada: el alto inter-
cepto ($\alpha = 174.55) refleja
barreras de entrada estructurales.

Los costos iniciales muy altos favorecen la
concentracién empresarial e impiden la en-
trada de pequefios operadores que no pue-
den absorber dichos costos fijos.

Fuente: Elaboracién propia a partir de Instituto de la Amazonia Peruana (2018.
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Cuadro 1

Supuestos de hecho

Consecuencia juridica

- i se busca confirmar el sentido interpretativo obtenido en
funcién al articulo 31 de la CVDT.

- i el sentido interpretativo obtenido en funcién al articulo
31 de la CVDT es ambiguo o tiene sentido oscuro.

- i el sentido interpretativo obtenido en funcién al articulo
31 de la CVDT conduce a un resultado manifiestamente ab-
surdo o irrazonable.

- Se podré acudir a medios de interpretacion complementa-
tios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y
a las circunstancias de su celebracién.

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1: Territorio de la Amazonia segun la Ley 27037

Departamento Alcance
Amazonas | - Todo el territorio.
Ayacucho | - Distritos de Sivia, Ayahuancoy Liochegua de la provincia de Huanta
> - Distritos de Ayna, San Miguel y Santa Rosa de la provincia de La Mar
Cojamarca | - Provincia de Jaén
U - Provincia de San Ignacio
- Distrito de Yanatile de la provincia de Calca
Cusco - Provincia de La Convencién
- Distrito de Kosfiipata de la provincia de Paucartambo
- Distritos de Camanti y Marcapata de la provincia de Quispicanchis
Huancavelica | - Distritos de Huachocolpa y Tintay Puncu de la provincia de Tayacaja
- Provincia de Leoncio Prado
- Provincia de Puerto Inca
- Provincia de Marafién
Muinuco | - Provincia de Pachitea
- Distrito de Monzén de la provincia de Huamalies.
- Distritos de Churubamba, Santa Maria del Valle, Chinchao, Huanuco, Amarilis y Pillco Marca de la provin-
cia de Huanuco
- Distritos de Conchamarca, Tomayquichua y Ambo de la provincia de Ambo
Junin - Provincia de Chanchamayo
- Provincia de Satipo
La Libertad | - Distrito de Ongdn de la provincia de Pataz
Loreto - Caso particular, con salvedades*
Madre de Dios | - Todo el territorio
Pasco - Provincia de Oxapampa
Piura - Distrito de Carmen de la Frontera de la provincia de Huancabamba
— - Distritos de Coaza, Ayapata, Ituata, Ollachea y San Gabén de la provincia de Carabaya. Distritos de San

Juan del Oro, Limbani, Yanahuaya, Phara, Alto Inambari, Sandia y Patambuco de la provincia de Sandia

- Todo el territorio

- Todo el territorio

n propia a partir de la Ley 27037 (1998).
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Gréfico 5: Cambios estructurales introducidos por el Decreto Legislativo 1053

Simplificacién aduanera |+

Gestiéndel riesgo |

Seguridad juridica |

Uso de tecnologias de la
informacién

Envios de entrega
répida

et it vk

s

Libre disposicion de mercancias en 48 horas
sistema anticipado de despacho aduanero

Sistema de garantias globales y especificas

Despacho aduanero en el punto de llegada (zona primria)

Retiro de mercancias antes de decision final en relacion en con despacho

Uso de técnicas de gestion del riesgo
Reconocimiento fisico no debe superar al 15% de las declaraciones numeradas
Figura del Usuario Aduanero Certificado (Operador Econémico Autorizado)

Publicacién de toda norma exigible y de resoluciones que fijen crterios dea aduzna
Publicacién de proyectos normativos

Puntos de consulta

Emision de resoluciones anticipadas sobre temas especificos (valoracion aduanera,
dasificacion arancelaria, etc.)

Transmision de data electronica antes de la llegada del envio
Sistemas electrnicos para el anlisis y direccionamiento de riesgos
Uso de normas internacionales (sistemas de gestion de calidad)
Sistemas electrdnicos accesibles a los usuarios aduaneros

Creacién de procedimientos expeditivos
Procedimiento de la data antes del arribo del envio
Utlizacion minima de documentos

Despacho en 6 horas sin limite de peso i valor
Envios por menos de USD 200 no tributan
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Grafico 3: Mecanismo de arbitraje regulatorio y precios de transferencia

Régimen tributario

% Lima (Régimen de
preferencial de la
s renta general)
Entidad A Entidad B
(productor cautivo) (distribuidora)
Tasa IR: 5% (| Tasa IR: 20.5% — C“":i':l’:l'd‘"
Activos fijos + mano de obra Marketing + ventas
Transferencia interna: Venta de mercado: margen
P A comercial minimo o nulo
tjetive:maririzar i Objetivo: minimizar la base
al20.5%
margen al 5%

Fuente: Elaboracién propia.
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Grafico 4:

Dec. Leg 1433

Dec.Leg.| |Dec.leg.| [Dec.leg.| |Dec.Lleg. Dec.Leg.| [Dec. Leg.

Vigencia || Vigencia | | 705 122 | | 1235 1263 1530 | | 1535
parcial | plena

290608 011010 200612 180712 260915 101216 160918 030322 19.0322

Ty de s :
~ Obligacones _de _los bligacion adusnera - Obligacion
Operadores de Comercio - Condiciones del ser- "‘;h‘“a"a
Exerior (0CE) vido y_obligaciones aduaners
- Declaracon | adusnera specthcas O6F - Devoluciones
¥ licgada del medio de | | |- Cerscacen como ~ Regimenes
Yransporte ¥ benchios para & aduaneros || - Requistos para la
- Ghlgecn  obutara Opcaie Gondno Cspeciales autorizacion de los
cuanera aado oct
Régmen infraccional - Drern e - Reguisttos para la
i — de} _ procahin Acerfcscion de
~ Wandsto para el sgente || - Meaar de cor los OEA
deaduana Egri Segundo cambio - Garantia Aduanera
- Dversos temas de || Loida de mercancss || |estructural del sistemal  Levante Aduanero
Cambio estructural procedimiento sduaners || - Régimen racionsl | | | peuanert peviang
delsistemaaduanero | |- Diposcon " " de
pervano. legal Aplicacién de
- Régmeninfroccional | | intereses moratorios.
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Tabla 2: Beneficios y restricciones asociados a las categorias del PdC

Categoria Beneficio o restricciones.
A Beneficio: destinar saldo de detracciones para pago de tributos de importacién.
B Ninguno
G Ninguno
Restricciones generales:
a. Reduccin al 30% del umbral general para la obligacién de uso de medios de pago (monto se fija en §/ 600 0
5 USD 150);
b. mayor plazo (90 dias) para que surtan efectos eventuales declaraciones rectificatorias;
. habilitacién automética para aplicar medidas cautelares previas al procedimiento coactivo;
d. perder la calificacién de establecimiento cuyas ventas otorguen devolucion de IGV a turistas.
Restricciones adicionales para E:
a. Plazos més largos (6 meses adicionales) para atender determinadas solicitudes de devolucién del IG
E b. condicionar el cambio de domicilio a la previa autorizacion de la SUNAT; y

c. causal de ingreso como recaudacién los montos depositados en cuentas del Sistema de Pago de Obligaciones
Tributarias (SPOT).

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1

Posicién®®

Norma / Resolucién

Legislador

Menos garantista para
el contribuyente

Decreto Legislativo 1311

Se establece la suspensién durante los plazos legales para resolver los recursos
Gnicamente para procedimientos iniciados luego de su entrada en vigencia.

Tribunal
Constitucional

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 02051-2016-PA/TC (Caso Industrial Paramon-
83 SAC)

El Decreto Legislativo 1311 no cred una nueva limitacién temporal, sino que posi-
tivizé una consecuencia que ya derivaba de una interpretacién constitucional de
la norma, seg(n la cual, la suspensién debid operar siempre durante los plazos
legales para resolver los recursos.

Corte
Suprema®

Menos garantista para
el contribuyente

Casacién 12754-2014-Lima

Exhort6 al legislador a establecer un limite temporal para la suspensién durante
el procedimiento contencioso-tributario establecido en el articulo 46 del Codigo
Tributario, pues su redaccién original no contempla dicho limite.

Casacién 11947-2022-Lima
Sefiala que la suspensién opera tnicamente durante los plazos legales para re-
solver los recursos respecto de los procedimientos iniciados luego de la entrada
envigencia del Decreto Legislativo 1311 (precedente de observancia obligatoria).

sala Superior”

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 04357-2022

Se aparta del precedente contenido en la Casacién 11947-2022-Lima y aplica el
criterio del Tribunal Constitucional, esto es, que la suspensién del plazo prescrip-
cién opera solo dentro de los plazos para resolver los recursos de reclamacién o
de apelacién, establecidos en el Codigo Tributario.

Fuente: Elaboracién propia
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Gratico 6: Segmentacion por grupo de operadores

- Transmitir la declaracién aduanera de conformidad con los datos proporcionados por el
operador interviniente
- Identificar correctamente al duefio, consignatario o consignante de la mercancia o al

dog:mdw. representante de estos
i - Expedir documentacién autenticada contando con el original en sus archivos o que corresponda

a un despacho en el que haya intervenido

Iere - Transmitir solo una declaracién para una misma mercancia

autorizacién) - Entregar la mercancia al duefio o consignatario o al responsable del almacén aduanero de
corresponder, conforme a lo establecido legalmente o cuanto cuente con la autorizacién de la
administracién aduanera, segtn corresponda

(requiere de

- Destinar correctamente la mercancfa al régimen, tipo o modalidad de despacho

- Declarar en forma correcta el valor y proporcionar informacién completa y que guarde
conformidad con los documentos presentados para el despacho

- No destinar mercancia prohibida y destinar mercancia restringida con la documentacién
exigible

- Permitir los accesos a sus sistemas de informacién en la forma y el plazo establecidos por la
autoridad aduanera

- Reembarcar la mercancfa prohibida o restringida dentro del plazo establecido legalmente o
dispuesto por la autoridad aduanera

Operador de
Interviniente
(no requiere de
autorizacién)

Tercero - Proporcionar, exhibir o transmitir informacion o documentacién veraz,
vinculado auténtica, completa, sin errores en la forma y plazo establecidos legalmente o
(no requiere dispuesto por la autoridad aduanera, segun corresponda
de autorizacién) - Comparecer ante la autoridad aduanera cuando sea requerido

P Elalitn B
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Tabla 1: Clasificacién de los contribuyentes segin el PdC

Categoria Nivel Detalle
A Muy alto cumplimiento Cumplimiento formal y material Gptimo
8 Alto cumplimiento Cumplimiento formal y sustancial esperado
c Medio cumplimiento Incumplimiento formal y/o sustancial medio o antigiiedad inferior a 6 meses
D Bajo cumplimiento Incumplimiento formal y/o material significativo
3 Muy bajo cumplimiento Incumplimiento formal y/o sustancial muy significativo

Fuente: Elaboracién propia
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igura 1: Representacion gréfica de lo dispuesto en el articulo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta

Declaratoria

o de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante testamento extrajudicial

00— >—>

- las rentas se re- ®
putan como una
sola persona.

- Articulo 17, UR
(primer pérrafo)

Fuente: Elaboracién propia.

Los herederos in-
corporan a sus ren-
tas en proporcion
sobre el acervo su-
cesorio.

Articlo 17, LR

(segundo pérrafo)

Cada heredero
computa sus ren-
tas por los bienes
que le sean adju-
dicados.

Articulo 17, LR
(tercer pérrafo)





OEBPS/image/Marroquin_cuadro_1.jpg
Cuadro 1:

Tribunal Fiscal (aticulo 154° el Tuo | Peder udicial (articulo o0 S umal Constttunionsl
o ‘del Codigo Tributario y articulo VI” lel CPC, articulo 36 Tribunal Constitucional
pecto dela LPCA y articulo 22° (articulo VI del NCPC)
del TUO de la LPAG)
dela LOP))
Grganc emisor | Tribunal Fiscal (Sala Especializada o Sala | Sala Constitucional y Social de | Tribunal Constitucional (Ple-
E Plena). la Corte Suprema. no).
Solo drganos de la Administracién Tribu-

Eficacia taria (SUNAT, Organismo Supervisor de | Todos los érganos jurisdiccio- | Todos los érganos jurisdiccio-
vineutarte | 12 Inversion en Energia y Mineria, Orga- | nales, salvo excepcion fundada | nales y administrativos, sin
nismo Supervisor de Inversién Privada en | (apartamiento motivado). excepcién®.

Telecomunicaciones, entre otros).
- Interpretacién de modo expreso y con
carécter general el sentido de las nor-
mas tributarias®. - Existencia de contradiccio-
- Existencia resoluciones con fallos con- eoradondial
tradictorios entre si. nelonneass
e ’ - Interpretaciones erréneas
- Modificacién de un criterio anterior, sea B
; ; o e una norma.
0 no vinculante. Sentencias que fijan principios - Existencia de un vacio le-
- Aclaracién del sentido de una norma | jurisprudenciales donde ex- |~ M
Supuestos que por su oscuridad genera una duda | presamente se declare el pre- | _EESTe. L L
habilitantes razonable en su interpretacién y, por | cedente y se formule la regla P

ello, se dispense de la aplicacién de
intereses y sanciones respecto de los
incumplimientos producidos antes de la
aclaracién de la norma®.

- Verificacién de criterios reiterados o
recurrentes de las Salas Especializadas,
dea Oficina de Atencién de Quejas o de
los Resolutores—Secretarios'®.

juridica (contencioso-adminis-
trativo).

lidades interpretativas.

- Conductas inconstituciona-
les con efectos generales.

- Modificacién de preceden-
te (Séenz Dévalos, 2022,
pp. 271-276).

habilitantes

- Cuando se apliquen la norma de mayor
jerarquia para la resolucién del caso
concreto, conforme con el articulo 102
del Codigo Tributario (Caller Ferreyros &
Reyna Farje, 2013, pp. 31-32).

Facultad de
apartamiento
del precedente

Los acuerdos de Sala Plena del Tribunal
Fiscal, adoptados conforme al Acuerdo
10-2002, son de aplicacién obligatoria
tanto para los vocales como para la Ad-
ministracion Tributaria, sin posibilidad de
inaplicacién, salvo que sean modificados
por el propio Tribunal, por ley o por regla-
mento.

Los tribunales de menor ins-
tancia ‘pueden’ apartarse del
precedente si existen circuns-
tancias particulares debida-
mente motivadas (fundamen-
tos de hecho y derecho del
apartamiento).

Solo el propio Tribunal Cons-
titucional puede apartarse y
modificar su precedente, si
se cumplen tres requisitos:
- Pleno del Tribunal Consti-
‘tucional.
- Cinco votos conformes.
- Motivacion ~ expresa
apartamiento.

del

Formay
requisitos para
su creacién

La resolucién debe:

- Declarar expresamente que posee ca-
récter de observancia obligatoria.

- Ser publicada en El Peruano.

La sentencia debe:

- Fijar principios jurispruden-
ciales.

- Ser publicada en El Peruano.

Sentencia debe:

- Sefialar expresamente que
es precedente.

- Formular la regla jurfdica
aplicable”.

- Precisarsuefectonormativo.

- SerpublicadaenEl Peruano.

Modificacién o
derogacién del
precedente

Solo por el propio Tribunal Fiscal, por
reglamento o por ley. Se requiere nueva
resolucién con publicacién en El Peruano.

Puede ser modificado por la
misma sala con justificacién
expresa. No se exige mayoria
especial, salvo accién popular
(4 jueces supremos).

Solo mediante Pleno del
Tribunal Constitucional con
Voto conforme de cinco ma-
gistrados. Se requiere de
sentencia motivada y publi-
cacién.

(SUNAT)

SUNAT no puede interponer demanda
contencioso-administrativa contra juris-
prudencias de observancia obligatoria.

No hay prohibicién; el prece-
dente puede ser objeto de re-
visién mediante una demanda
de amparo o una nulidad de
cosajuzgada fraudulenta.

Obligatoriedad absoluta; el
precedente solo puede ser
dejado sin efecto por el pro-
pio Tribunal Constitucional
bajo requisitos estrictos.

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 7: Evolucién del programa OEA
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Tabla 1:

riterios de sujecion para gravar las enajenaciones indirectas en el derecho comparado

Criterios de sujecién en los regimenes de enajenacién indirecta

e Participacién minima Materialidad econémica
Colombia No Més del 20% de los activos colombianos.
Chile 10% Més del 20% del valor de mercado o 210,000 Unidades Tributarias Anuales.
Argentina 10% Més del 30% del valor de la entidad extranjera.
México No Més del 50% del valor en inmuebles.

Fuente: Elaboracién propia.






OEBPS/image/Guadalupe_graf_8.jpg
Gréfico 8: Beneficios del programa OEA

- Garantia Nominal en vez de Carta Fianza y Péliza de
Caucién para diferimiento de exigibilidad de pago de la

obligacién tributaria aduanera
- Actuacion directa como agente de aduanas sin —> Reduccién costos operativos
presentacion de garantia para operar

- Disminucién del nivel de riesgo el operador
- Embarque directo

n preferente canal rojo

- Atencin preferente tramites y procedimientos
- Atencin preferente contingencias cierre puertos y/o — Fluidez operaciones COMEX
aeropuertos

- Inspecciones més égiles

- Asignacién de sectorista exclusivo
- Atencion personalizada R Buena calificacién ante

- Reduccién plazos de procedimientos 2 aduana
- Reconocimiento mutuo (socios comerciales del Perd)
- Ventaja comercial (mejora de categoria y reputacidn del
operador
feedod) — Beneficios indirectos

- Mejora procesos internos de control
- Incremento nivel de competitividad

i Pl e iy
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Cuadro 5

[ Entrada en vigor del MLl para el Peri | Entrada en vigor del MLI para el otro Estado
Perd-Brasil 01/10/25 Pendiente de ratificacion
Perd-Canadi 01/10/25 01/12/19
Perdi-Chile 01/10/25 01/03/21
Perti-Corea 01/10/25 01/09/20
Peri-México 01/10/25 01/07/23
Perd-Portugal 01/10/25 01/06/20

Fuente: Elaboracién propia
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Figura 2: Representacién grafica de lo dispuesto en la Primera Disposicién Transitoria
y Final del Decreto Supremo 086-2004-EF

Declaratoria
- de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
) >
- la sucesién in- - Cadauno de los he- - El Decreto Supre-
divisa adquiere rederos  adquiere mo 086-2004-EF
en la fecha del (a prorata) en la  no otorga efecto
fallecimiento  del fechade ladeclara-  especial ala adju-
causante. toria de herederos dicacién _judicial
- Decreto Supremo ola inscripcion del o extrajudicial de
086-2004-EF, nu- testamento. los bienes a los
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